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Nota del autor a la edición de Appris 2020

			El presente libro, “Horizontes constituyentes. Reconocimiento de los pueblos indígenas en América Latina. Los casos de Chile y Bolivia”, corresponde a una versión revisada de la tesis doctoral del mismo autor “Modelos de reconocimiento de los pueblos indígenas en América Latina: Bolivia y Chile, análisis de un contraste”, presentada para obtener el grado de Doctor en procesos sociales y políticos en América Latina, mención Ciencia Política, del Doctorado en Procesos Políticos y Sociales en América Latina –PROSPAL–, de la Escuela Latinoamericana de Estudios de Posgrados –ELAP)– de la Universidad de Artes y Ciencias Sociales –ARCIS) –. El director de la Tesis fue el Dr. Carlos Durán Migliardi y Cotutor el Dr. Ricardo Salas Astraín. Asimismo, fue parte del proyecto Fondecyt N° 1120701-2011 “Teorías contemporáneas del reconocimiento. Una lectura crítica de la obra de Honneth, Taylor y Ricoeur”, dirigido por el Dr. Ricardo Salas. 

			La tesis indicada fue depositada el 27 de junio de 2014 y defendida el 5 de septiembre de 2014, ante el Tribunal Doctoral integrado por el profesor Jaime Donoso, Doctor en Sociología, presidente del Tribunal, de la Universidad ARCIS; la profesora Silvina Ramírez, Doctora en Derecho de la Universidad de Buenos Aires; el profesor Carlos Durán, Doctor en Ciencia Política, de la Universidad Central de Chile, y el profesor Ricardo Salas, Doctor en Filosofía, de la Universidad Católica de Temuco. Fue calificada con nota 7.0 (máxima calificación en la escala chilena) y el autor obtuvo el Grado de Doctor con Distinción de Excelencia, máximo reconocimiento académico de la Universidad ARCIS.

			Este libro no ha considerado los anexos de la tesis indicada, entre ellos una entrevista al fallecido profesor de la UNAM Hugo Zemelman, la que espera su edición de forma autónoma. En lo restante, la obra mantiene la estructura general del manuscrito original, solo se ha adaptado el capítulo introductorio para hacerlo ad-hoc al formato del libro y se han sintetizado algunos capítulos de la primera parte, propios de la exhaustiva revisión bibliográfica doctoral y de la descripción metodológica. 

			Hoy, varios pasajes del libro son integrados o revisados en artículos de revistas o capítulos de libros colectivos de edición posterior a la tesis matriz. Por ejemplo, el concepto de reconocimiento desde Honneth, la crítica a la idea de consenso en Habermas, la propuesta de un de un horizonte democrático, pluralista e intercultural, la formulación de un derecho intercultural y el abordaje de los escenarios sociopolíticos latinoamericanos, entre otros, se referencian solo excepcionalmente, ya que son posteriores al manuscrito original de este libro.

			En la segunda parte, se han realizado algunas breves actualizaciones (a 2019) respecto del “caso mapuche” en Chile, de la contingencia política en Bolivia y del escenario sociopolítico regional latinoamericano, que permiten superar satisfactoriamente los cinco años transcurridos desde el depósito de la tesis. Con todo, dicho margen de tiempo, lejos de afectar las conclusiones, ha sido un interesante campo de evidenciación, logrando hasta ahora visualizar interesantes explicaciones en torno al reconocimiento de los pueblos indígenas en las sociedades latinoamericanas, sus presupuestos y problemas estructurales, en particular las de Bolivia y Chile que fueron revisadas.
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Acerca de Chile a contar del 18 de octubre de 2019 

			Hasta el 18 de octubre de 2019 los agradecimientos de este libro siempre terminaban en las mismas palabras precedentes, sin embargo, ese día, Chile cambió y también debían ser adecuadas estas palabras iniciales.

			Ese día 18 de octubre, en que por los azares vitales estaba en la capital, Santiago, comenzó una vorágine de sucesos que se han dado en llamar “estallido social”. No pretendo abordar aquí esta nueva historia en desarrollo, pero tampoco la puedo dejar pasar dada la estrecha vinculación que tiene con el problema que este libro aborda. Esta investigación se efectuó mirando a Bolivia como escenario del más profundo proceso constituyente de las últimas décadas en América Latina. Ese referente se pensó y escribió como un horizonte “utópico” para Chile y la región latinoamericana, sin imaginar que sus conclusiones podrían plasmarse en tinta en medio de sucesos que bien pueden configurar (o no llegar a ser) los horizontes constituyentes del orden deseado, aunque nunca alcanzables del todo, de los cuales este libro trata desde las visionarias lecciones de Lechnner. Estos horizontes, veloces en ebullición, han mostrado realidades negadas, pero también posibles, a veces casi al mismo tiempo. Los sucesos actuales, a diario anticipan las predicciones o las frustran, de tal forma que algunos han dicho que vivimos una realidad imposible de procesar. 

			Ahora bien, aunque todo fenómeno social es complejo, este Chile contingente lo es en proporciones importantes, por ocurrir en un país y en una sociedad compleja, que transitó del fracaso de una propuesta socialista en democracia (1970-1973), al ensayo neoliberal más radical del Orbe, en dictadura (década del 80’), el que la nueva democracia de las últimas tres décadas consolidó, siendo corresponsable de la precarización de grandes capas sociales. Así, a partir del 18 de octubre de 2019, estalló esa sociedad precarizada por el crédito, el consumo, la riqueza de pocos, de abierta discriminación de todos los distintos y vulnerables (como lo son mujeres, homosexuales, otros géneros negados, niños, ancianos, indígenas y pobres). Millones de chilenos salieron a las calles hastiados del estado que muchas veces los abandonó, de las grandes empresas y sus abusos, de la política y sus vicios, y de un sistema, en general, que dejó a grandes capas sociales en el abismo de la desigualdad. Un estado que más que subsidiario podría calificarse de irresponsable socialmente y hasta cómplice (por acción y omisión) de muchos de los abusos.

			La expresión “estallido” informa del aspecto más visible de la crisis, la violencia. No abordaré la cuestión aquí (además que ya bastante se ha escrito), solo diré, sin entrar en la cuestión de la legitimidad y la estabilidad –parafraseando a Bobbio, en sus palabras dichas precisamente en Chile en las postrimerías de la dictadura–, que la violencia es un síntoma de la crisis, luego, no es separable de ella y tampoco es su causa. Entonces, las comprensiones y soluciones, si bien no pueden prescindir de ella (la fiebre puede matar) y probablemente deberán atenderla de manera prioritaria, no habrá transformación sin comprender, antes que todo, las razones de la violencia y sin dar respuesta a las causas estructurales de la crisis. Y, varios creemos que esas razones y causas estructurales radican en un mismo problema, en gran medida el mismo que determina la “lucha por el reconocimiento” –en palabras de Honneth– en que se imbuirán los lectores que logren superar estas líneas.

			Y, al mismo tiempo, Bolivia, aquel campo de las transformaciones democráticas más profundas, primero empezó a mostrar las fracturas de prácticas de retroceso democrático en el propio seno del gobierno de Evo Morales –como alcanzamos a advertir en la presentación previa del libro–, para vivir un terremoto político –para algunos golpe encubierto–, que en sí implica retroceso democrático, aunque su desenlace está lejos de cerrarse.

			Estas realidades nos muestran que avances democráticos y retrocesos son fases de la propia construcción democrática y que nuestros clivajes sociales determinan las posibilidades democráticas y de estabilidad institucional. Al respecto, solo cabe mencionar a modo de ejemplo que, a la fecha en que escribo estas líneas epilogares (enero 2020), aún no se resuelve en Chile, definitivamente, el marco de conformación de la próxima Convención Constituyente. En particular, los puntos de conflicto radican en la demanda por paridad de género, la equidad de acceso para candidaturas independientes y cupos reservados para pueblos indígenas. Ergo, el punto crítico es la inclusión. El futuro y éxito del proceso próximo está centrado en la lucha por el reconocimiento recién aludida o en lo que Forst –cuyos textos solo llegaron a mi biblioteca después de terminada la tesis original–, llama la justicia mínima o fundamental que postula que la legitimación del Derecho radica en el derecho humano a la justificación, aquel derecho elemental, conforme el cual, los destinatarios de las normas –quienes deberán obedecerlas– son quienes tienen el derecho a decidirlas. Por tanto, que la obediencia al Orden se legitima en el derecho humano fundamental de la participación, de la inclusión, de todos los destinatarios de las normas, como actores y creadores del nuevo Derecho. 

			En los duros debates para la aprobación de las bases normativas de una “Comisión Constituyente” que será conformada vía sufragio, se ha avanzado en la paridad de género. Con los cupos para partidos políticos independientes u organizaciones independientes, puede haber posibilidades. Lo más difícil sigue siendo –una vez más– el asunto de la inclusión indígena. La razón está explicada en las líneas que siguen. La cuestión, al final, radica en la transferencia de poder de los detentadores a los excluidos, y esa relación siempre es de conflicto, aunque la salida radica en el diálogo y ambos conviven en las políticas del reconocimiento. Entonces, uno de los problemas centrales de la crisis radica, precisamente, en aquella dualidad de diálogo y/en conflicto que acompañará al lector a lo largo de toda la obra.

			La negativa a cupos constituyentes especiales, en los tres casos indicados, y particularmente para pueblos indígenas, requiere un par de líneas. Como decimos en el libro, un proceso de reconocimiento supone: por una parte, una transformación constituyente –pareciera ser que en eso estamos– y dos, una profunda inclusión de los propios actores. Ergo, sin esta segunda condición, la primera no alcanzará su fin, reconstituir. Por ello, de la inclusión o exclusión del proceso constituyente a pueblos indígenas u otros grupos depende el propio éxito del proceso. Y, al final, en esta cuestión –entre otras– se sostiene una salida institucional que podría significar relativa estabilidad posterior, dentro de las vicisitudes democráticas. Con todo, las organizaciones indígenas hoy tienen su propio debate: ser parte constituyente y o luchar por estos cupos para llegar ser parte; o bien, no seguir esta “reconstitución ilegítima” y apostar por su propio proceso constituyente indígena autónomo. Es una historia sobre la que no especularé aquí porque es a los indígenas a quienes incumbe hacer esta parte de la historia (aunque preveo algunos escenarios).

			Finalmente, sostengo que se trata de realidades que sí pueden ser comprendidas, en las que se pueden trazar puentes y en la que los horizontes de alcance re-constituyente –como lo llamamos desde Clavero– aún están a la vista.  Pero esos caminos constituyentes, sus logros y controversias, requieren cartas de navegación que permitan comprender los presupuestos sociales de las crisis y sus disputas, que evidencien las condiciones de avance y de retroceso democrático, todo lo cual denominamos presupuestos del reconocimiento. En este sentido, como me expresó un apreciado corrector del manuscrito, este trabajo “es oportuno para la actualidad chilena, el tema de la relación intercultural y democracia (relación dialógica en tensión) es válido no sólo para los pueblos originarios y la sociedad winka (en este caso), sino para la polarización que se vive entre clases sociales, entre ciudadanía y ‘clase política’, y entre clases sociales. Porque finalmente se trata también de culturas. 

			Nos parece que este libro marca la diferencia entre opiniones sobre la contingencia social y política –abundantes en medios y redes sociales– y los esfuerzos por alcanzar comprensiones de los procesos sociales y políticos (siguiendo la Escuela del Prospal). Ese fue el propósito de este libro que cobra amplia vigencia en estos recientes nuevos tiempos: comprender las razones, las condiciones estructurantes, necesarias para trazar los desafíos democráticos del reconocimiento, conscientes de que el horizonte pluralista, democrático e intercultural no es posible de lograr del todo y que la profundización democrática es inseparable de la inclusión y la movilización social, ciertamente compleja en cuanto el poder constituyente está en ebullición.

			Temuco y Heidelberg, enero 2020.

			



a mis hijos, expresión viva de mis utopías, 

			para que en ese horizonte deseado y siempre inacabado que soñamos tengan su parte para sus propias utopías…

			… en memoria del maestro Hugo Zemelman, testimonio y pensamiento latinoamericano…

			



Presentación

			Ricardo Salas Astrain

			Nos conocimos con el Dr. Juan Jorge Faundes Peñafiel hace ya más de una década. En dicho momento, él era Secretario Ejecutivo del Instituto Indígena del Obispado San José de Temuco, y yo responsable de una naciente Facultad de Ciencias Sociales en la Universidad Católica de Temuco. Temuco es la principal ciudad enclavada en centro del país mapuche (Wallmapu). Coincidimos, desde esa época, en muchas actividades propiciadas por el entonces Obispo de la Diócesis Mons. Camilo Vial Risopatrón, preocupado de generar la mayor difusión y discusión posible del Convenio 169 y las implicancias sociales benéficas para una política del reconocimiento que ayudara al diálogo en la Región.

			Con el apoyo de la OIT y el PNUD, se inició un extenso e intenso trabajo de talleres en comunidades mapuches para analizar, discutir y profundizar estas nuevas normativas internacionales que obligan a tener en cuenta el punto de vista indígena en todos los asuntos que les atañen, y que públicamente se han hecho conocidos con la expresión “la Consulta Indígena”. Este proceso de casi dos años culminó con un gran Acto masivo donde académicos, autoridades y líderes indígenas, estudiantes y público interesado, sistematizaron dichos aprendizajes y contenidos, todo, en los días posteriores del lamentable asesinato del joven mapuche Jaime Mendoza Collío en 2009.  

			Refiero estas complejas circunstancias vividas en esos años porque junto con valorar la fuerza del movimiento mapuche en la defensa de su identidad y de sus derechos consuetudinarios se reconoce desde los inicios de este trabajo mancomunado la conformación de un Equipo interdisciplinario con capacidad de enfrentar el desafío dialógico en un entorno de violencia, de estereotipos y de racismo. La labor de académicos, consultores ONU, abogados y por cierto dirigentes indígenas, fue entender las complejas vicisitudes del Wallmapu en una clave de mediación intercultural que se sostienen como exigencia ética y política hasta el día de hoy en la Macrorregión Sur.

			En dicho contexto, la preocupación del Dr. Faundes Peñafiel por fortalecer el sentido político, jurídico y cultural del “diálogo” fue notorio para hacer frente a diferentes situaciones que afectaban a las comunidades mapuche. Un caso emblemático de lo que involucraban dichos procesos complejos y fecundos es el llevado adelante en el largo litigio por la recuperación de veranadas en territorio pewenche, que quedó registrada en un bello libro: “Nvtuyiñ Taiñ Mapu. Nos Devolvieron Nuestra Tierra” (Temuco, 2011), del que fue Editor General.

			La labor en pos de la defensa de los derechos indígenas, llevó al abogado Juan Jorge Faundes a un trabajo intelectual de envergadura, de clara investigación interdisciplinaria, para comprender jurídica y políticamente las nuevas modalidades derivadas del derecho internacional y, en particular, la comprensión crítica del nexo entre derechos humanos y derechos indígenas en Chile y en América Latina. Esta labor viene caracterizando su accionar intelectual hasta la actualidad. Su fecundo esfuerzo durante estos años se expandió a través de una amplia red de trabajo interdisciplinario e interuniversitario nacional e internacional, especialmente en RELAJU. Muchas actividades académicas y de investigación surgieron de estas sinergias personales e intelectuales, donde seguimos colaborándonos mutuamente y que nos mantienen intelectualmente unidos con muchos otros investigadores y académicos de América Latina y Europa.

			En los alrededores del 2012, le acompañé como tutor en el Doctorado en procesos sociales y políticos en América Latina, mención Ciencia Política, que obtuvo con Distinción de Excelencia en el año 2014. Este libro es una visión crítica y ampliada de la Tesis Doctoral: “Modelos de reconocimiento de los pueblos indígenas en América Latina: Bolivia y Chile, análisis de un contraste”, que ha sido el punto de inflexión teórico para sus investigaciones y publicaciones en el campo de los derechos humanos y de los derechos indígenas, que, a su vez, le han conducido a seguir profundizando la teoría jurídica de sus propuestas en el Doctorado en Derecho Universidad de Sevilla (2017-2020).

			El análisis de los casos de Chile y Bolivia es relevante, además por las profundas crisis políticas que afectan a ambos países en la actualidad. En la Bolivia actual se viven las limitaciones de una concepción plurinacional. Y en el Chile de hoy cobra vigencia la participación indígena, no sólo por su actoría exigida en el proceso constituyente, sino al demandar una visión que supere el monoculturalismo del derecho chileno, como cambio necesario para que los derechos indígenas reconocidos y la institucionalidad se pongan al día en una clara perspectiva intercultural.

			El principal aporte que viene realizando el Dr. Faundes Peñafiel, consiste desde mi comprensión de la filosofía intercultural, en que avanza en una perspectiva decisiva de un derecho intercultural en contexto latinoamericano, donde reconstruye categorías como democracia, identidades, conflicto, reconocimiento y constitucionalismo, para orientarlas en vistas a una reconceptualización de los derechos humanos e indígenas. La relevancia de este tipo de investigación no sólo se remite a sus posibilidades de vinculación con los nuevos procesos socio-políticos de ambos países, sino como una propuesta que interpreta los derechos humanos y los derechos indígenas en una matriz que tensiona universalidad y contextualidad.

			Felicitamos al Dr. Faundes Peñafiel por esta publicación, editada en Brasil, porque nos propone un conjunto de tópicos y enfoques que son relevantes para una mirada latinoamericana crítica del Estado, de la sociedad y de las relaciones interculturales e interétnicas, que superen las teorías eurocéntricas y monoculturales. Asimismo, esta adecuada aplicación de las teorías actuales del reconocimiento y de la justicia contextualizada, contribuye a delinear un horizonte pluralista, democrático e intercultural que forma parte de las condiciones mínimas para construir organizaciones jurídicas y políticas que puedan sustentar una sociedad que organice y conciba pluralmente el mundo.

			                                                                      

			Concepción, Diciembre de 2019          

			



Prólogo

			Silvina Ramírez

			La inclusión de los derechos de los pueblos indígenas en los ordenamientos normativos (tanto en la dimensión local, como nacional e internacional) ha generado debates, reflexiones, una profusa literatura alrededor de su interpretación, alcances, implementación, etc. Sin embargo, si se lograra que éstos sean efectivamente respetados provocaría tal impacto en la configuración de nuestros Estados, que luego de décadas de vigencia aún no se han delineado teorías políticas completas que acusen esta presencia normativa, a la vez que diseñen teorías democráticas y teorías del reconocimiento cuyo contenido se derive de bases filosóficas del Estado remozadas.

			Este trabajo toma el desafío de analizar las propuestas de transformación del Estado, de los modelos democráticos y del lugar de la ciudadanía, vis a vis con la vigencia de los derechos indígenas. El horizonte que marca la impronta de todo el texto es un horizonte democrático, pluralista e intercultural, desde un enfoque que refunde algunas nociones clásicas con interpelaciones desde matrices estatales con una fuerte presencia indígena, y con demandas claramente articuladas. 

			La necesidad de una refundación institucional está íntimamente vinculada con la posibilidad del efectivo goce de derechos; ese conjunto de derechos –y su implementación efectiva– a su vez tiene relación con el modelo de desarrollo y con las condiciones que se generan para que los derechos indígenas territoriales (que incluyen aprovechamiento de los bienes comunes naturales) puedan ser disfrutados. 

			Desde una perspectiva intercultural, se vuelve imprescindible construir un concepto multidimensional de los derechos humanos, tal como se ve reflejado en este ensayo. Su propuesta democrática participativa constituyente o reconstituyente es uno de los caminos posibles para imaginar nuevas estructuras estatales; no obstante, la emergencia de los derechos de la naturaleza en la constitución ecuatoriana desafía la concepción clásica de los derechos humanos, gestando un escenario en donde lo antro/bio conforma un nuevo principio fundante de las nuevas formas estatales. 

			Los casos de Chile y Bolivia que nos acerca el autor son paradigmáticos. Chile es un buen ejemplo de cómo siempre ha sido refractario a reconocer los derechos indígenas, y cómo su institucionalidad es notablemente monocultural. Como contraste, el caso de Bolivia nos demuestra las posibilidades de pensar el Estado desde otro lugar. La elección del primer presidente indígena en América Latina abre las puertas a una comprensión de las organizaciones que tienen su andamiaje en la interculturalidad. Sin embargo, el caso de Bolivia está atravesado por profundas contradicciones internas; si bien se han generado nuevas interacciones étnicas, se conservan instituciones y formas de ejercer la política que remiten a una concentración de poder muy extendida en todos los países latinoamericanos. 

			Retomando la necesidad de pensar nuevas matrices estatales, nuevas formas democráticas, nuevos modelos de desarrollo, las teorías y propuestas de reconocimiento –que se presentan como el hilván de todas las reflexiones de este trabajo– deben transitar la resignificación de elementos claves de la teoría política. Así, cuestiones medulares como el lugar del conflicto en las teorías democráticas, un entendimiento del principio de igualdad diferenciado, una aproximación a las ideas de exclusión – inclusión, son lugares que deben visitarse para dotar de contenido a dicho reconocimiento. 

			La transformación estatal, y agrego social, en clave identitaria, demanda una revisión profunda de las teorías políticas clásicas todavía hoy vigentes. El texto transita este camino, utilizando un bagaje argumentativo que va desde el análisis de los trabajos de Honneth, y sus dimensiones del reconocimiento como el amor, el derecho y la solidaridad; el estudio de la democracia radical propuesta por Mouffe, del poder constituyente de Negri o del horizonte utópico de Lechner, sin descuidar las miradas de Ranciere. Estas visiones teóricas de los problemas actuales de las teorías democráticas y estatales contemporáneas brindan herramientas para construir una propuesta que –aunada al ingrediente intercultural– permitan dar cuenta de la presencia fáctica y normativa de los pueblos indígenas en un Estado de derecho.

			Revisar conceptos claves para una sociedad como el de igualdad, posicionar el conflicto y el diálogo –dentro de esta exploración– como dos pares que deben articularse, repensar nuevas propuestas de reconocimiento, enmarcan un trabajo que se inscribe dentro de concepciones clásicas que, con una mirada crítica, permite construir una propuesta que trabaja sobre la ausencia de interculturalidad, para a partir de ésta señalar los ajustes necesarios para contar con una teoría política y democrática que incluya a los pueblos indígenas. 

			La construcción universal de los derechos humanos también genera una polémica relevante a la hora de analizar los alcances y límites de los derechos indígenas. En ese sentido, la búsqueda de valores universales sigue siendo un punto de debate; no obstante, la aproximación del autor a esa concepción universal partiendo del hecho de la diferencia, genera un estado de situación en donde la diversidad cultural no sólo tiene un lugar propio, sino que es imprescindible para avanzar en la idea de un horizonte pluralista. 

			El autor elige partir de un modelo de “democracia pluralista agonística” para cuestionar nuestras actuales democracias y reflexionar sobre el impacto que debería generar la presencia de los pueblos indígenas y la genuina incorporación de sus derechos en el entramado democrático. Más allá del modelo del que se parta, lo relevante es destacar la insuficiencia de un modelo de democracia representativa / participativa, y los límites de la tradición liberal en cuanto explicativa y justificativa de la vigencia y fuerza normativa de los derechos colectivos de los pueblos indígenas. 

			El análisis del nuevo constitucionalismo latinoamericano, de la mano del análisis del proceso pre/post constituyente de Bolivia, merece una consideración especial. Las declamaciones de derechos deben encontrar sustento en las prácticas, principalmente en toda la articulación institucional que debería dar muestras de un nuevo Estado, acercando ese horizonte pluralista e intercultural que vertebra todo este trabajo. Los esfuerzos por sobreponerse al modelo neo liberal e ingresar en un paradigma post colonialista siguen determinando la agenda política boliviana, signada por avances y retrocesos.

			La Constitución boliviana y su puesta en marcha ha sido –y sigue siendo– un desafío para la propia Bolivia y para toda América Latina. A la luz de los últimos acontecimientos, y teniendo presente lo que está pasando al momento de escribir estas líneas con la re-elección de Evo Morales, podemos constatar las dificultades de alcanzar una genuina democracia intercultural, pluralista, diversa, que no se doblegue a los aspectos más complejos y críticos de todas las democracias latinoamericanas. 

			El caso de Chile, presentado asimismo en este ensayo, es ejemplar. No sólo porque el Estado se resiste a abandonar un modelo excluyente asentado en la negación de la interculturalidad, porque las demandas del pueblo mapuche han atravesado la historia del país en las últimas décadas, sino porque actualmente ese modelo de Estado –y las teorías afines que le dan sustento– se resquebraja notablemente, no sólo presionado por las reivindicaciones indígenas, sino por toda una sociedad que no encuentra en sus instituciones herramientas básicas para la protección de sus derechos. 

			La criminalización de las demandas indígenas ha sido una constante en Chile en las últimas décadas. Atribuirles a las reformas judiciales penales parte de esta persecución resulta al menos discutible. No obstante, coincido con el autor en identificar al sistema judicial como parte de un Estado y un sistema de gobierno que no puede “sacar los pies del plato” de una tradición liberal, de una monoculturalidad y hegemonía que convierte a los operadores de justicia en profundamente refractarios a todo lo que ataña a los derechos indígenas. 

			¿Por qué este libro es atractivo, a la vez que resulta estimulante e interpelante? En primer lugar, invita al lector a repensar muchas de las fórmulas aprendidas. Por lo general, aprendemos en las escuelas de leyes y en otros ámbitos universitarios –y extra universitarios– una mirada del Estado, de la sociedad, y de las relaciones entre diferentes diversidades que fortalecen una perspectiva eurocéntrica, monista, antropocéntrica y con una sola mirada del mundo que es tomada como válida, la única digna de consideración. 

			En segundo lugar, si bien la elección del andamiaje teórico sobre el que apoya sus propuestas de reconocimiento está abierta al debate, la elección de las teorías de reconocimiento como el núcleo central del análisis, la reflexión y las propuestas es un acierto, en la medida en que, a pesar de todo el material jurídico vigente en nuestros países, la inclusión de los pueblos indígenas en las estructuras de los Estados sigue siendo una gran deuda pendiente. 

			En tercer lugar, delinear un horizonte pluralista, democrático e intercultural forma parte de las condiciones mínimas para construir organizaciones jurídicas y políticas que puedan dar sustento a formas no monolíticas de concebir el mundo, honrando las diferencias y tomando como un elemento enriquecedor el hecho de la diferencia.

			Por último, ha sido también un acierto, sin lugar a dudas, seleccionar como casos de análisis los países de Bolivia y Chile. No sólo a la luz de los acontecimientos que surgieron en octubre de 2019, que para Chile han sido un punto de inflexión, y para Bolivia el impulso de un debate profundo sobre los límites de nuestras democracias, sino por la focalización precisamente en Estados en donde viene gestándose movimientos de larga data, estrechamente vinculados con los temas que se discuten en esta obra.

			La construcción de una teoría política, una teoría democrática, una teoría constitucional que sean comprehensivas de la existencia de los pueblos indígenas sigue siendo una tarea pendiente, a pesar de todos los debates instalados en la región sobre el impacto de los derechos indígenas en las nuevas formas de estatalidad. Por otra parte, las matrices constitucionales y los modelos de Estado siguen siendo hereditarias de aquellos del siglo XIX que mantuvieron en las márgenes a los pueblos indígenas, desconociendo su preexistencia y profundizando el genocidio que se dio con la conquista. 

			La construcción de Estados igualitarios, inclusivos, interculturales e intergeneracionales –características a las que debe sumarse, con la irrupción de los derechos de la naturaleza, la relación interespecies– requiere de una revisión profunda de conceptos enraizados en nuestro pensamiento, demanda asimismo la reformulación de teorías aún vigentes que no pueden dar cuenta de la interculturalidad, y exige un replanteo de tradiciones de pensamiento de raigambre occidental, que se encuentran muy lejos de entender el desafío profundo que implica la refundación del Estado. Esta obra transita todos estos carriles e invita a recorrerlos con un nuevo horizonte a la vista. 

			Buenos Aires, noviembre de 2019
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“Horizontes constituyentes. Reconocimiento de los pueblos indígenas en América Latina. 
Los casos de Chile y Bolivia”.

			“Hablan por hablar, hablamos por hablar, ‘a mí pues, a mí, no pueden hacerme nada, no pueden hacerme nada los wingka’, decimos algunas veces nosotros las personas. Porque no conocemos nosotros a esas [otras] personas ni sus costumbres. El que no ha pasado por estas vivencias, habla muy soberbiamente de los wingka’, nosotros las personas que somos, el que no ha tenido aquella vivencia allí, el que no conoce esas cosas allí, a veces nos ponemos muy soberbios como personas que somos. Por eso, pues… Aunque se rían de mí por todas las cosas, pues yo digo que soy una persona, pues yo, mis queridas ancianas…”  

			Katrülaf. “Cantos Patrióticos”, texto 133, dictado el 11 de noviembre de 1901 (CANIO, POZO, 2013, p. 457).

			“… el gobierno de ninguno y de todo el mundo, el gobierno de quienes no tienen título particular para gobernar, a saber, la democracia” 

			Jaques Rancière (2006, p. 12)

			



INTRODUCCIÓN

			1. Antecedentes preliminares

			Esta investigación se sitúa en una constatación de la situación histórica, política e institucional de dominación y exclusión de los pueblos indígenas en América Latina que se enlaza con la demanda por reconocimiento de estos pueblos. En este contexto, nos proponemos elaborar bases para una propuesta de transformación del Estado, la democracia y la ciudadanía, en una perspectiva intercultural, democrática y constituyente, que aborde el problema del reconocimiento efectivo y la vigencia de los derechos de los pueblos indígenas en América Latina, que denominamos un horizonte democrático, pluralista e intercultural. 

			Para buscar respuestas y caminos que permitan avanzar hacia este horizonte, nos preguntamos críticamente cuál es el alcance de las teorías del reconocimiento desde un enfoque multicultural. También hasta dónde el desarrollo teórico logra superar la hegemonía de un modelo que ha fundido las dinámicas de acumulación del capital, con un paradigma único de entender la formación de la voluntad colectiva y ordenar el Estado, que supone una igualdad ausente en la facticidad (de naturaleza ideal y falsamente supuesta). Desde ahí proponemos transitar a una mirada pluralista e intercultural, planteando los que consideramos presupuestos necesarios de una noción de reconocimiento sostenida en nuevos horizontes democráticos que permite pensar la política como expresión de un demos donde todos participan desde sus respectivos lugares, con sus diferencias, incluso cuando se han vivido disputas históricas contra la dominación y luchas por el reconocimiento en la construcción misma de tal horizonte. En este sentido, nos preguntamos, a su vez, por las subjetividades en disputa y cuáles son las condiciones de posibilidad, las circunstancias necesarias para un reconocimiento de los pueblos indígenas, en un sentido intercultural que incluya las condiciones materiales y políticas para la existencia de estos pueblos. 

			En consecuencia, nuestro problema de investigación pondrá en evidencia las limitaciones del reconocimiento formal de derechos, para indagar en torno a las condiciones institucionales y políticas sobre las cuales es posible cimentar la vigencia efectiva y material de los derechos de los pueblos indígenas, tanto los individuales como los colectivos. Las respuestas vienen desde diversas formulaciones teóricas, centrales y latinoamericanas, articuladas desde la ética comunicativa, el pensamiento crítico posmarxista, la perspectiva de la democracia pluralista radical, el llamado multiculturalismo como primera apertura a la diferencia cultural y finalmente el pensamiento de una filosofía intercultural latinoamericana, los que revisamos críticamente a la luz de la experiencia constituyente y posconstituyente de Bolivia (2007- 2009), en contraste con el caso de Chile y el Pueblo Mapuche en las últimas tres décadas. 

			La propuesta que presentamos para el abordaje de este problema se desarrolla en torno a una tensión. Por una parte, como iremos viendo, realizamos una proposición teórica del concepto de reconocimiento y, sin perjuicio de nuestras opciones, también realizamos una breve revisión de los principales debates teóricos en torno al reconocimiento, la inclusión, la igualdad y la diferencia, así como en torno a los debates sobre la democracia, todo lo cual traducimos en un esfuerzo de modelaje, entendido como proposición de nodos de sentido que nos permiten pensar un orden social deseado, aunque siempre incompleto e inaprensible. Así, surge el dilema de cómo modelar lo inacabado, cómo modelar una totalidad imposible. Pues bien, solo se ha podido llevar adelante el trabajo que se presenta conteniendo la paradoja que existe entre la definición del todo y de las partes, sin que las segundas dejen de ser cada una y sin que el primero, tras ser presuntamente definido, deje de ser tal. Como veremos, el camino de salida radica en un cambio de la lógica epistemológica, hacia el presupuesto relacional de la articulación y la fijación siempre parcial de puntos concretos de sentido (LACLAU, MOUFFE, 2004, p. 150-154). Esta problemática se verá presente en nuestra investigación bajo la opción consciente (en sus defectos) de que solo estaremos mostrando trazos de aquel orden social intercultural que pensamos, pero que presenta como si fuese un orden posible (modelo ideal), lo que nos permitirá, precisamente, construir un sentido, siempre parcial y preliminar. Lejos de verdades, pero también más que meros enunciados, a partir de discursos y facticidad, de diálogo y litigio (RANCIÈRE, 1996), iremos visualizando algunos sentidos posibles en la polisemia de la interculturalidad y el reconocimiento, pero siempre con una ruta dada por una forma de democracia agonística, inclusiva y radial.

			De esta forma, para abordar el problema de investigación, iremos articulando propositivamente los presupuestos que enunciamos a continuación, como un conjunto de respuestas que visualizamos en la base del reconocimiento de los pueblos indígenas en América Latina, en un sentido intercultural-democrático-constituyente:

			
					La “refundación institucional” sostenida en una nueva Constitución; 


					El aseguramiento de un conjunto de derechos o categorías jurídicas que llamamos “estándar normativo internacional de derechos de los pueblos indígenas”; 


					Un nuevo modelo de desarrollo sostenido en cambios estructurales en el patrón de acumulación imperante; 


					Un concepto multidimensional e intercultural de los derechos humanos; y 


					Una propuesta democrática participativa constituyente o “re-constituyente”. 


			

			Lejos de premisas categóricas, estas condicionantes constituyen el marco de análisis mínimo que hemos identificado para un abordaje analítico de los diversos alcances que pueden tener los esfuerzos por avanzar en el reconocimiento de los pueblos indígenas. De ellas, en este trabajo nos centramos principalmente en dos de los presupuestos enunciados, que consideramos son ejes centrales para avanzar en una alternativa para el reconocimiento de los pueblos indígenas: un concepto multidimensional e intercultural de los derechos humanos; y una propuesta democrática participativa constituyente o “re-constituyente”1. 

			Tenemos claro que para avizorar los alcances hipotéticamente previstos sería necesario abordar el conjunto de presupuestos enunciados y que ellos efectivamente se lograren articular socialmente, pero tal tarea no está al alcance material de los recursos disponibles para esta investigación, e incluso puede resultar epistémicamente imposible (LACLAU, MOUFFE, 2004, pp. 11-12). Sin perjuicio de ello, realizamos algunas revisiones introductorias a las cinco condiciones formuladas, cuando ello resulta necesario para dar cuenta del contexto general de la propuesta.

			Nuestra investigación se focaliza regional y temporalmente en dos procesos político-institucionales latinoamericanos que llamamos: uno) la “emergencia indígena y la lucha por el reconocimiento” y dos) el “horizonte intercultural”. El primer período, en Bolivia va de 1994 a 2009 y en Chile corre de 1989 a 2008. El segundo, puede considerarse que se desarrolla en Bolivia a contar de 2007 con el inicio del proceso constituyente y la entrada en vigencia de la Nueva Constitución Plurinacional, proyectándose, a lo menos, hasta 2015, año del fin del primer gobierno constitucional plurinacional del presidente Evo Morales2. En el caso de Chile, esta segunda fase puede referirse desde septiembre de 2008, con la ratificación del Convenio N° 169 de la OIT, en adelante3. En ambos casos, la denominación del segundo período se propone solo como referencia temporal y en relación al horizonte político, porque tanto la construcción plurinacional que se visibiliza en Bolivia con la Constitución de 2009, como las expectativas y acciones de reconocimiento que se emprenden a partir de la ratificación del Convenio N° 169 de la OIT en Chile4, están en actual desarrollo y no se identifican con un modelo ideal en particular. 

			Asimismo, es necesario señalar que, por una parte, en Chile existen nueve pueblos indígenas reconocidos como “etnias” por la Ley Indígena 19.2535, pero esta fórmula legal no constituye un mecanismo de reconocimiento en el sentido que desarrollaremos sobre el reconocimiento de los pueblos indígenas, propiamente tal. Y, por otra, la investigación solo consideró el estudio del caso del Pueblo Mapuche, según explicamos más adelante. Se examinan las demandas mapuche y las políticas estatales que han abordado tales demandas por reconocimiento, reivindicación territorial y derechos indígenas. El estudio se desarrolla en relación con la nueva institucionalidad que se instala en 1990 y que encuentra su fuente en el “Compromiso de Nueva Imperial de 1989”6, su crisis, la política de “Nuevo Trato” del presidente Ricardo Lagos y el “Pacto Social por la Multiculturalidad, Re-conocer”, de la presidenta Michelle Bachelet, cuyo hito será la ratificación del Convenio N° 169 de la OIT en 2008. 

			La revisión del proceso constituyente boliviano que lleva a la Constitución de 2009, la actual transición y construcción institucional del Estado Plurinacional, marcada por procesos de profundización democrática y tensiones sociales, tiene un rol central en la conformación de la propuesta de reconocimiento que presentamos, la cual se va nutriendo de la contrastación empírica con los procesos y mecanismos instituidos para la inclusión jurídica, política, social y la participación indígena en la toma de decisiones, lo que exigió, tanto el estudio de las instituciones políticas del nuevo Estado Plurinacional, como el de las expresiones participativas, comunitarias y las de democracia orgánica (PAZ, 2013), la democracia “desde abajo”.

			De esta forma, esta investigación nos permitirá plantear algunas reflexiones en torno a los debates y problemas teóricos relativos al reconocimiento y la democracia, con un énfasis en la cuestión de la inclusión-exclusión de las dinámicas del reconocimiento. También ensayaremos algunas respuestas ante los problemas del a priori universalista (calificado de “eurocéntrico”) de los derechos humanos, versus una visión intercultural, contextual y política de los mismos. Situados en los procesos latinoamericanos en estudio, presentamos nuestras apreciaciones relativas al campo político boliviano, para luego contrastarlas con el caso del Pueblo Mapuche en Chile y proponer algunos presupuestos, potencial e hipotéticamente, necesarios en el marco de un posible horizonte democrático e intercultural en Chile. Por último, cerramos nuestra investigación con una reflexión en torno al horizonte de reconocimiento intercultural y democrático común que enfrentan los pueblos indígenas en América Latina.

			2. Problema. Reconocimiento formal versus vulneración fáctica, contexto y escenario para el reconocimiento intercultural

			El problema específico que investigamos en este trabajo lo podemos sintetizar en el reclamo por la no vigencia material de derechos planteada por los diversos pueblos indígenas de América Latina. Se trata de la cuestión de la de la efectividad, del “derecho” y el “no derecho”, como punto que será la entrada a la cuestión del reconocimiento intercultural.

			Contextualizando este fenómeno, podemos reseñar que conforme las tendencias liberales preponderantes en América Latina, a lo largo de los siglos XX y XXI, los estados latinoamericanos se han estructurado como “estados constitucionales”, sostenidos en el paradigma del “estado de derecho”, respondiendo históricamente a la matriz denominada del “estado nación” que determina los procesos jurídico-políticos e institucionales de los estados, caracterizados, a su vez, por procesos de dominación, exclusión y colonización, interna e internacional. 

			Asimismo, revisando los procesos de reconocimiento en una retrospectiva histórica e institucional latinoamericana, las luchas por el reconocimiento de los pueblos indígenas se han dado en diversos ciclos, con características comunes y diferencias asociadas a cada contexto, no obstante se pueden identificar básicamente tres grandes tendencias que deben considerarse para analizar cualquier proyecto de reconocimiento que pueda implementarse, tanto en países como Chile, carente de un marco de reconocimiento expreso y plenamente efectivo, como Bolivia con un sistema mucho más avanzado. En primer lugar, bajo la idea del Estado nación se consolidó “un sistema único estatal de administración de justicia y la destrucción de cualquier otro sistema o su exilio al territorio de la no existencia” (BARZURCO, EXENI, 2012, p. 135). Esto es, la primera tendencia, ya en retirada con las nuevas democracias liberales, fue la de una ausencia total de reconocimiento en la definición institucional. En segundo lugar, encontramos las formas de reconocimiento “multicultural”, propias del multiculturalismo liberal, ampliamente recogidas en el constitucionalismo latinoamericano y sus democracias neoliberales de la década de los noventa y la primera década del siglo XXI. Será caracterizado críticamente como el “velo de la multiculturalidad” (BARZURCO, EXENI, 2012, p. 135), porque pese al discurso de apertura al reconocimiento de la diversidad, no ha implicado reformas estructurales y muchas de las demandas indígenas por reconocimiento o vigencia efectiva de sus derechos se mantienen. Una tercera tendencia, de reconocimiento “intercultural”, no ausente de tensiones, se conoce en su dimensión institucional bajo proyectos como del “Estado Plurinacional” que hoy podemos constatar en términos relevantes en los procesos constituyentes recientes de Ecuador y Bolivia. Este tercer momento es certeramente descrito por Raquel Yrigoyen:

			El tercer ciclo de reformas dentro del horizonte pluralista es el constitucionalismo plurinacional. Está conformado por dos procesos constituyentes, Bolivia (2006-2009) y Ecuador (2008) … Las Constituciones de Ecuador y Bolivia se proponen una refundación del Estado a partir del reconocimiento explícito de las raíces milenarias de los pueblos indígenas ignorados en la primera fundación republicana, y por ende se plantean el reto histórico de poner fin al colonialismo. Los pueblos indígenas son reconocidos no sólo como ‘culturas diversas’ sino como naciones originarias o nacionalidades con autodeterminación o libre determinación. Esto es, sujetos políticos colectivos con derecho a definir su destino, gobernarse en autonomías y participar en los nuevos pactos de Estado, que de este modo se configura como un ‘Estado plurinacional’. Al definirse como un Estado plurinacional, resultado de un pacto entre pueblos7, no es un Estado ajeno el que ‘reconoce’ derechos a los indígenas, sino que los colectivos indígenas mismos se yerguen como sujetos constituyentes y, como tales y junto con otros pueblos, tienen poder de definir el nuevo modelo de Estado y las relaciones entre los pueblos que lo conforman. Es decir, estas Constituciones buscan superar la ausencia de poder constituyente indígena en la fundación republicana y pretenden contrarrestar el hecho de que se las haya considerado como menores de edad sujetos a tutela estatal a lo largo de la historia…

			Las Constituciones del siglo XXI se inscriben de modo explícito en un proyecto descolonizador y afirman el principio del Pluralismo Jurídico, la igual dignidad de pueblos y culturas, y la interculturalidad (2011, pp. 149-150).

			En el caso de la nueva Constitución de Bolivia, derechamente, se plantea la descolonización como principio constitucional que da lugar a un horizonte o desafío social y político de largo plazo (SANTOS, 2012, p.. 20-21), no libre de tensiones y disputas, tanto contra revolucionarias, como neoconsensos gestados desde el mismo gobierno. Como explica Luis Tapia, hubo un momento del estado en Bolivia, ocurrido bajo el “estado neoliberal” de un “presidencialismo colonial” durante los 80’ y 90’, en que el neoliberalismo “desarrolló un estado de derecho que institucionalizó la desigualdad”, en que la legislación explícitamente “favoreció al capital trasnacional por sobre los capitales nacionales”, se subordinó el “poder judicial a los intereses dominantes”, pero, pese a todo, se logró mantener “la formalidad de la división de poderes, la vigencia del gobierno según la constitución”. Entonces, para Tapia, se produce un sistema normativo bajo un procedimiento constitucional que legaliza las reformas neoliberales que llama “el estado de derecho como tiranía”. En este contexto institucional rige formalmente un régimen constitucional que produce nuevas leyes y “mantiene la vigencia diferenciada de derechos civiles y políticos según conveniencia, pero concentra el poder… en un núcleo reducido del poder ejecutivo” (2011, pp. 167-185). Para Tapia, aludiendo a las tensiones antes referidas, estos cuestionamientos y la demanda por reconocimiento también alcanzan la etapa posconstituyente del Estado Plurinacional que se formaliza con la Constitución Política de Bolivia de 2009 (2011, pp. 167-185). En un sentido similar, Garcés (2013) considera que el gobierno de Morales busca el retorno al “Estado nación” o a un “neo Estado nación” y Sarela Paz (2013) considera que incluso se están vulnerando los principios básicos de la democracia liberal, al argüir estrategias para mantener el poder político más allá del estado de derecho vigente8. En la segunda parte de este libro volveremos sobre el punto al analizar algunas de las instituciones del Estado Plurinacional de Bolivia y las estrategias del gobierno de Evo Morales, como lo qué ha ocurrido con la Ley de Deslinde Jurisdiccional o los complejos procesos del caso del TIPNIS.

			En Chile, en el caso de acciones concretas de reconocimiento de derechos para los pueblos indígenas, como la aprobación del Convenio N° 169 de la OIT, su propia declaratoria de constitucionalidad9 dejó claro el predominio de un paradigma “colonial-liberal”, como revisaremos en los párrafos próximos. 

			De esta forma, vemos como más allá de los procesos formales de reconocimiento, se siguen presentando situaciones de vulneración de derechos, individuales o colectivos y se mantiene en el tiempo un reclamo desde el movimiento indígena que en general da cuenta de cierta “defraudación a las expectativas” porque en muchos casos las reformas de derecho para el reconocimiento de los pueblos indígenas y sus derechos se han realizado, pero no han significado un proceso “re-constituyente”10, porque los nuevos derechos reconocidos no han significado una efectiva trasformación que asegure la vigencia de tales derechos. En este sentido, se reclama a los estados la urgencia de cumplir con las normas que ellos mismos han consentido e introducido al ordenamiento jurídico, porque se dice que los derechos reconocidos o incorporados siguen siendo violados11. 

			En esta contextualización del problema en estudio resulta pertinente hacer una breve referencia al fallo 309-2000 del Tribunal Constitucional chileno que declaró la constitucionalidad del “Convenio N° 169 de la OIT sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes” aprobado en 1989. Esta sentencia resulta relevante porque es la primera vez que un organismo constitucional del Estado de Chile ha debido pronunciarse sobre la posibilidad de la existencia y compatibilidad constitucional de los pueblos indígenas, como categoría reconocida en el derecho internacional, con sus respectivos derechos colectivos, en interconexión con el ordenamiento jurídico interno y su sistema de derechos fundamentales.

			A continuación, citamos parte del pronunciamiento porque nos permite informar uno de los debates planteados en el país respecto del reconocimiento de los pueblos indígenas en Chile –a modo de contra hipótesis– que luego iremos desarrollando:

			(44)… la expresión ‘pueblos indígenas’, debe ser considerada en el ámbito de dicho tratado, como un conjunto de personas o grupos de personas de un país que poseen en común características culturales propias, que no se encuentran dotadas de potestades públicas y que tienen y tendrán derecho a participar y a ser consultadas, en materias que les conciernan, con estricta sujeción a la Ley Suprema del respectivo estado de cuya población forman parte. Ellos no constituyen un ente colectivo autónomo entre los individuos y el Estado12.

			Esta sentencia constitucional señala la inconstitucionalidad de las formas de ejercicio jurisdiccional por parte de los pueblos indígenas (arts. 8, 9 y 10 del Convenio N° 169 de la OIT13) en tanto contravendrían el ejercicio monopólico de la jurisdicción por parte del Estado y sus órganos judiciales:

			(51) … lo que el Convenio dispone es absoluta y nítidamente incompatible con el sistema procesal nacional. En efecto, nuestra Constitución es categórica en cuanto ordena que todos los conflictos que se promuevan dentro del territorio de la República deberán someterse a la jurisdicción de los tribunales nacionales para ser resueltos por medio de un debido proceso. Por su parte, el artículo 73° [76] señala ‘La facultad de conocer de las causas civiles y criminales, de resolverlas y de hacer ejecutar lo juzgado, pertenece exclusivamente a los tribunales establecidos por la ley’. Por lo tanto, dicha disposición excluye el empleo de cualquier otro medio de solución de conflictos que pudieran usar los pueblos interesados para la represión de los delitos cometidos por sus miembros, como lo es el que propone el artículo 9° del Convenio Nº 169 que, por ende, es inoponible e incompatible con nuestro sistema procesal penal contemplado para la sanción de los ilícitos que tipifica.

			En consecuencia, los textos citados reflejan el problema que implica el reconocimiento de los pueblos indígenas. Conceptos como el de pueblo indígena14 y los derechos colectivos de los que éstos son titulares, si bien son plenamente factibles de operar desde diversos planos de abordaje institucional y están lejos de afectar la integridad territorial, sin duda desafían a una recomprensión de la relación del Estado con los pueblos indígenas, a una revisión del concepto de soberanía y la noción de ciudadanía establecidas constitucionalmente. La sociedad en definitiva, en sí misma, es interpelada a reconocerse diversa, tensionando al Estado para reconstruirse en un sentido intercultural.

			Desde la perspectiva teórico-política visibilizamos dos programas en disputa en relación con el reconocimiento, como dos formas en que se ha presentado o presenta aún el Estado nación y el colonialismo en América Latina. La primera de negación y la segunda de aparente apertura (pero que opera como marco de dominación encubierta): 

			
					En el primer caso, se trata de la separación entre el “reino del derecho y el reino del no-derecho”, de tal forma que la construcción del Estado nación consolidó “un sistema único estatal de administración de justicia y la destrucción de cualquier otro sistema o su exilio al territorio de la no existencia” (BARZURCO, EXENI, 2012, p. 135), al no ser de la ausencia de reconocimiento (Santos, 2012, p. 135).


					En el segundo, aunque se consideran fórmulas de reconocimiento formal, se invisibiliza al “otro” bajo el “velo de la multiculturalidad”, propio del multiculturalismo liberal. Se trata de la segunda y más reciente estrategia que se erige como “un reconocimiento condicionado de alteridad, como un reflejo de la construcción del otro, como menor, inferior, y por tanto como una ‘desviación tolerable’, un error permisible”, por cierto, encuadrado en el marco del Estado de derecho liberal moderno (BARZURCO, EXENI, 2012, p. 135)15. 


			

			Vemos estos enfoques en diversas experiencias latinoamericanas y el Tribunal Constitucional chileno navega entre ambas fórmulas, porque cierra el campo del derecho a la jurisdicción indígena autónoma, pero, tras esbozar un marco de acotamiento del alcance del Convenio N° 169 de la OIT y los derechos colectivos que ampara, lo aprueba. Es decir, admite un marco de reconocimiento “tolerable”, pero acotado a los paradigmas normativos impuestos por el Estado nación. En definitiva, por esta vía no se aseguran las condiciones necesarias para un reconocimiento efectivo de los pueblos indígenas. 

			En este mismo sentido, en Chile, se han promovido diversas propuestas de reconocimiento constitucional, en particular patrocinadas por los sectores neoliberales de la derecha política, con frecuente respaldo de gran parte del espectro político16. Por ejemplo, el último proyecto de reforma constitucional enviado al parlamento por el gobierno del presidente Piñera al inicio de su mandato (2010) decía que “Chile es una nación única indivisible y multicultural”. Dada la evidente contradicción semántica del texto, es difícil entender qué significa, pero sí queda claro qué pretende17.

			Bajo las reformas multiculturales en América Latina se ha generalizado la compleja situación de derechos profusamente estatuidos, pero cuya vigencia material se debe litigar en el fuero jurisdiccional (en tribunales), internos o internacionales (CLAVERO, et al, 2010), caso a caso, ante la contumacia de los estados o los inversionistas respaldados por los estados que insisten en acciones públicas o proyectos privados que vulneran los derechos indígenas, defendiendo interpretaciones interesadas y reduccionistas de los derechos formalmente reconocidos. Así, los extensos estatutos que llevó años incorporar al andamiaje jurídico tras arduos debates políticos y demandas sociales se ven superados por el poder político y económico de facto que no encuentra contrapeso institucional y en muchos de los escenarios sociopolíticos latinoamericanos tampoco tienen un contrapunto movimiental. No está claro aún si Bolivia y Ecuador puedan asentarse como excepción, pero por ahora observamos sus dinámicas contradictorias. 

			No podemos separar derecho de poder, no podemos separar las luchas por el reconocimiento de los procesos sociales y políticos latinoamericanos, en especial cuando han llevado a una transformación constituyente e institucional del Estado y la sociedad en general, lo que nos lleva a constatar una tensión permanente entre derechos indígenas, poder político, poder económico y estado de derecho. Así, desde este campo complejo, planteamos una propuesta para el reconocimiento desde un paradigma intercultural que pueda ser el horizonte para el Estado que llamamos intercultural.

			De esta forma, nuestra investigación sigue la hipótesis de que la plena vigencia de los derechos indígenas, individuales y colectivos, supone una forma de reconocimiento de los pueblos indígenas enmarcada en la reconstrucción del Estado mismo, lo que implica recomprender los alcances de la soberanía y sus titulares, la ciudadanía y la forma de Estado en un sentido intercultural-democrático-constituyente, donde los pueblos indígenas son actores sociales activos y permanentes de dicha reconstitución. Luego, nos focalizamos en dos ejes centrales de investigación que conforman la modalidad de reconocimiento formulada, abordados, a su vez, sobre la base de dos respectivos supuestos:

			En primer lugar, que el reconocimiento de los pueblos indígenas requiere una comprensión multidimensional e intercultural de los derechos humanos, los cuales operan tanto como condición de posibilidad del ejercicio del poder por parte del Estado y como condición de ejercicio de derechos colectivos para los pueblos indígenas, bajo una comprensión intercultural de los derechos humanos. Así, el reconocimiento de los pueblos indígenas y sus derechos se articula como un sistema complejo e integrado de derechos humanos, sostenido en un estándar normativo internacional, obligatorio para el Estado. Y, al mismo tiempo, tales derechos humanos son definidos y articulados desde un enfoque intercultural que exige una redefinición de las categorías jurídicas imperantes y establecer un conjunto de mecanismos hermenéuticos y de articulación institucional con los derechos de los pueblos indígenas, especialmente el llamado “derecho propio” indígena18, basados en una racionalidad axiológica definida desde la propia Constitución.

			En segundo término, el reconocimiento de los pueblos indígenas y la vigencia efectiva de sus derechos son posibles bajo una comprensión o recomprensión profunda de la democracia que considera en términos relevantes procesos de poder o de potestades públicas del Estado a los pueblos indígenas, potestades o derechos que alcanzan el nivel de la toma de decisiones y que, a su vez, se enmarcan en un sistema democrático social participativo. Este reconocimiento es complejo al integrar diversas formas de democracia (comunitaria, participativa y representativa), en que se articula la coexistencia de los conflictos, se redistribuye el poder y en que los actores sociales -los pueblos indígenas en nuestro caso-, tienen un rol activo, “vivo”, de permanente tensión y transformación social e institucional. 

			3. El Estado Plurinacional de Bolivia y el Pueblo Mapuche en Chile como campo de investigación

			En el contexto latinoamericano, Bolivia y Ecuador muestran cambios institucionales en materia de reconocimiento de los pueblos indígenas que podemos, desde ya, encuadrar en términos importantes dentro de la propuesta intercultural para el reconocimiento que desarrollaremos en detalle. De ellos, elegimos como objeto de estudio Bolivia porque presenta una gran diversidad cultural y de pueblos indígenas, los cuales, total o parcialmente, son parte activa de las dinámicas y tensiones sociopolíticas de dicho país. Al mismo tiempo, Bolivia presenta niveles relevantes de profundización democrática, de diversidad de expresiones de participación social y complejidad en sus formas de toma de decisiones colectivas, cruzadas por permanentes correlaciones de fuerzas. Desde ahí que es posible analizar en un contexto real diversas respuestas teóricas, tanto en relación con el derecho intercultural, la justicia indígena y el Pluralismo Jurídico19, como en el ámbito de la democracia y las instituciones políticas. En este último campo, encontramos proposiciones como la “demodiversidad” (SANTOS, 2012); Luis Tapia con sus postulados de “la forma primordial” (2009.a, p. 35), del “subsuelo político” (2008, p. 85) y la “igualdad es cogobierno” (2007); la “democracia orgánica” de Sarela Paz (2013) y la “democracia desde los márgenes” propuesta por Zegada, et al (2011), todas referentes a la diversidad y complejidad de las expresiones democráticas, muchas veces más allá de la representación, las formas institucionales del estado. Al mismo tiempo, se dialoga con las visiones de la “democracia radical” o participativa (Mouffe, 1999), el “poder constituyente” en Negri (1994)20 y el “horizonte utópico” de Lechner (1984). Todas estas propuestas o miradas teóricas nos permiten revisar, en sus respectivas dimensiones, la que podemos llamar transición posconstituyente en Bolivia (2009-2013), en la cual subsisten contradicciones institucionales, tenciones sociales, políticas, neoconsensos, tendencias hegemónicas y contrahegemónicas, cuyas dinámicas, por sobre la complejidad, nos contribuyen a precisar presupuestos necesarios para el reconocimiento de los pueblos indígenas que , a su vez, nos permiten complejizar la noción de reconocimiento que desarrollamos en esta investigación. Así, desde las bases teóricas indicadas, modelamos dinámicamente una propuesta que incluye aspectos observados en las complejidades del caso boliviano pertinentes al diseño teórico, que puede actuar como horizonte para otros estados en América Latina y en especial para Chile.

			Es importante hacer presente que, si bien el proceso boliviano del Estado Plurinacional se presenta como una experiencia democrática avanzada en la región latinoamericana, desde la perspectiva de la construcción de relaciones interculturales en lo económico, social, político, jurídico e institucional, no es más que una transición que no tiene el futuro asegurado (Santos, 2012, pp. 33, 48). En este sentido, serán claves los diversos conflictos y limitaciones que se han enfrentado en el proceso sociopolítico boliviano, cuyas formas de abordaje, eventual resolución o no resolución, pueden ser aspectos de relevancia epistémica (evidencias) a considerar en la construcción y validación de nuestra propuesta de reconocimiento. 

			Por su parte, Chile, como contraste, presenta el sistema institucional menos abierto al reconocimiento indígena en la región. De esta forma, la labor de contraste y enriquecimiento del modelo considera el estudio del proceso sociopolítico chileno, pero en este caso, dado el precario desarrollo institucional en materia de reconocimiento de los pueblos indígenas, las expectativas son más limitadas y se acotan al contraste de contextos. 

			Particularmente, el contexto sociopolítico chileno se caracteriza por las restricciones institucionales actuales en materia de derechos de los pueblos indígenas, participación social e interculturalidad, bajo lo que hemos denominado una “democracia delegada y clausurada”, con la necesidad de trasferencia de soberanía como presupuesto de la profundización democrática. Esperamos que la contrastación con esta realidad contribuya a identificar las condiciones que posibilitarían la plena vigencia de los derechos de los pueblos indígenas, su reconocimiento, desde la perspectiva del caso de Chile. En este sentido, ante el rígido paradigma institucional sostenido en una democracia formal, representativa y neoliberal como la chilena21, construida en desmedro de las clases populares, las mujeres y los indígenas (entre otros sujeto/as excluidos) será central revisar las formas en las que se ha buscado establecer un marco de reconocimiento de los derechos de los colectivos indígenas –referidos en general como “etnias” y recientemente en forma tímida como “pueblos” –, identificando y luego contrastando los alcances de las acciones jurídico-institucionales implementadas, constatando el rol que han tenido los pueblos indígenas en estos procesos. 

			De tal forma, para el caso chileno identificamos y proponemos aquellas cuestiones que resultan claves articuladoras, idealmente, como presupuestos para avanzar efectivamente hacia un horizonte intercultural. Asimismo, se estudia solo el caso del Pueblo Mapuche, dado que el abordaje de la situación de todos los pueblos indígenas en Chile escapa a los objetivos y recursos de esta investigación. No obstante, dado que el Pueblo Mapuche es el que tiene mayor presencia territorial, demográfica e incidencia política, su análisis permite plantear conclusiones que pueden vincularse a los procesos sociales y políticos de alcance nacional.

			Particularmente, para la revisión del proceso sociopolítico boliviano22 usamos la categoría “campo político” (ZEGADA, et al, 2011) que integra el “hábitus político” de Bourdieu y la noción de “crisis” de Zavaleta23. Este enfoque implica poner en acción “una lectura multidimensional de los aspectos más relevantes de la realidad sociopolítica boliviana” para abordar íntegramente el proceso, la complejidad de sus relaciones y fenómenos sociales emergentes: Todo ello, Sin descuidar las transformaciones de carácter institucional, aunque los cambios del campo político no se limitan a un ámbito en particular, ni al ámbito político institucional, ni al texto de una nueva Constitución, ni a la alternancia de grupos de poder (ZEGADA, et al, p. 11-12). Precisamente, ello caracteriza el proceso sociopolítico boliviano y lo diferencia de otros procesos de reconocimiento formal en que no se ha alterado significativamente la base material social, ni en general tampoco se han alterado las condiciones de estructurales necesarias para la plena vigencia de los derechos de los pueblos indígenas24. Por ello, para una plena comprensión del proceso se utiliza un enfoque complejo que abarca un conjunto de dimensiones y sus interacciones. 

			El concepto de reconocimiento que planteamos tendrá cuatro dimensiones: del amor, del derecho, de la solidaridad y de la identidad cultural25. A su vez, estas dimensiones permiten identificar dos momentos centrales. El primero prepolítico, que corresponde a la dimensión moral de los sujetos y sus relaciones intersubjetivas, sus miedos, valores y memoria, como presupuesto de la interacción social y la deliberación democrática26. Luego, encontramos un segundo momento político e institucional que corresponde a las instituciones políticas y las dinámicas sociales, desde una lógica de “disensos posibles” o “consenso utópico” (LECHNER, 1984) sobre la base de una democracia plural y agonística (MOUFFE, 2009) y la idea de una “política” irruptora del orden (“policía”), del “litigio” consustancial a la democracia, como aquella intrínseca distorsión “de los que no tienen parte” (RANCIÈRE, 1996) y  su lucha por la inclusión. 

			En nuestro trabajo, particularmente, nos centraremos en el proceso de transformación constituyente iniciado en 2007 que se consolida con la nueva Constitución de Bolivia de 2009 y la  instalación del Estado Plurinacional (“Plural, nacional y comunitario”), como proceso de transición social27, política e institucional, que tiene una dimensión teórica y, al mismo tiempo, una perspectiva concreta, material, que entregan elementos centrales que contribuyen al modelo de reconocimiento que se propone. Aunque tenemos claro que la experiencia de Bolivia, con sus múltiples clivajes que la constituyen en una sociedad “abigarrada” y en crisis28, no es ni puede ser en sí misma un modelo. Sí esperamos encontrar elementos pertinentes a nuestra propuesta en las formas de resolución de sus diversos conflictos, en aquel “pluralismo agonista” (MOUFFE, 1999, p. 22) que es posible advertir en el proceso sociopolítico boliviano (ZEGADA, et al, 2011, pp. 23-24) en el que se subsisten nudos sociopolíticos y culturales que tensionan esta transición y ponen en riesgo la continuidad misma del proceso.

			Al efecto, el análisis multidimensional que planteamos considera el estudio del proceso de objetivación de lo político plasmado en el nuevo marco normativo e institucional como la nueva Constitución Plurinacional de Bolivia de 2009 y los tres ejes esenciales de refundación que ella prescribe: el pluralismo, la interculturalidad y la descolonización. En definitiva, se propone dilucidar cómo estos ejes ideológicos de la reconstrucción plurinacional inciden en la trasformación del orden jurídico y el método mismo del derecho (ATTARD, 2012.a, pp. 149-154). Para ello, se revisa la noción de estado de derecho frente a las nuevas formas de participación y democracia indígena que exigen consideración a sus expresiones culturales del derecho y sus mecanismos de toma de decisiones. En este aspecto, el estudio busca identificar los mecanismos y estrategias de transferencia de poder desde el Estado a los pueblos indígenas, como una dinámica social y política disputa y ejercicio del poder “desde abajo”, para transformar el “poder de arriba”.

			Asumimos propuesta de un horizonte de reconocimiento de los pueblos indígenas y sus derechos, que involucra la transformación de todo el Estado, como un postulado ideal, en su plenitud inalcanzable, en tanto los procesos sociopolíticos, en su complejidad, pueden avanzar hacia dicho horizonte o sufrir retrocesos. Como dice Lechner, en tanto no predeterminado, este horizonte se encuentra disponible (1984, pp. 196-198)29. 

			Desde la perspectiva democrática nuestra propuesta también escudriña la noción de “democracia plena” (en la que se concretarían históricamente la totalidad de los ideales democráticos), que en los procesos sociopolíticos en concreto bien puede significar tanto la “democratización (avance), como la involución (retrocesos), en una “dialéctica permanente entre formas autoritarias y democráticas de organizar el poder político en la sociedad” (GÓMEZ, 2004, p. 21). Entonces, nuestra propuesta constituye tanto un modelo de análisis, como un horizonte deseado, pero su realización estará sujeta a procesos sociales y políticos dialécticos en concreto, disímiles en cada contexto, sujetos a sucesivas dinámicas hegemónicas y contrahegemónicas que caracterizan tal objeto de estudio.

			En síntesis, el primer eje propuesto, que denominamos un enfoque multidimensional e intercultural de los derechos humanos, desarrollamos y estudiamos los siguientes aspectos: 

			
					Un concepto intercultural de los derechos humanos;


					Los derechos humanos como condición del ejercicio del poder por parte del Estado e instrumento de transferencia de poder hacia los pueblos indígenas.


					Los derechos humanos como límite para el ejercicio de los derechos indígenas en una dimensión intercultural, considerando los principios y mecanismos institucionales que articulan una racionalidad ética axiológica intercultural desde la Constitución.


			

			A la luz de esta visión multidimensional del derecho, aplicada al análisis empírico boliviano, entre otros aspectos, revisaremos la Ley de Deslinde Jurisdiccional y el Caso del TIPNIS, que permiten visibilizar cómo han operado, en concreto, las diversas dimensiones del modelo propuestas.

			Luego, para abordar las cuestiones de la democracia y las problematizaciones involucradas en la construcción de estados interculturales, como segundo eje central de la propuesta, estudiamos:

			
					La democracia en el marco de su profundización y ampliación a otros formatos de ejercicio del poder y de la política, situados en las interfases entre el Estado y la sociedad (ZEGADA, et al, 2011, p. 11), con sus formas representativas, participativas y comunitarias.


					Las formas de organización y acción política: partidos, movimientos sociales y movimientos políticos, sus repertorios de movilización; en particular, el Movimiento al Socialismo (MAS) en el poder del Gobierno de Bolivia, sus relaciones, contradicciones, principales aristas y posibilidades; así como las formas de autonomía local y participación indígena, como expresiones de horizontalización del poder.


			

			4. Algunas prevenciones conceptuales 

			La propuesta para comprender el reconocimiento de los pueblos indígenas que desarrollamos, se sostiene teóricamente en decisiones epistemológicas y no es una descripción de una realidad en particular, por tanto, no es posible afirmar que estos elementos y relaciones, que presentamos como “los ejes centrales del horizonte intercultural” o también pueden enunciarse como “condiciones de posibilidad para el reconocimiento de los pueblos indígenas”, estarán de una u otra forma presentes en los casos o contextos sociales en que se desarrollen dinámicas interétnicas de reconocimiento que llamamos interculturales o en que exista una demanda por reconocimiento o, incluso, en que se anuncie la institucionalización de cierta forma de Estado de carácter de intercultural o plurinacional (como podría considerarse a priori hoy el caso de Ecuador y Bolivia). Pero, al mismo tiempo, no será posible afirmar en términos definitivos que en nuestra propuesta presentemos todos los elementos y relaciones que componen o puedan componer un Estado en concreto que responda en general, a estas características interculturales. Todo ello suponiendo que el acuerdo sobre tales características, elementos y/ o relaciones fuere posible, en un ámbito siempre sujeto a debates. En este sentido, el modelo de reconocimiento propuesto nace y se presenta discursivamente como concepto de “tipo ideal” (WEBER, 1992, pp. 7,9,17,18), en tanto dicha estructuración nos permite presentar una configuración social simplificada de las diversas relaciones y articulaciones sociales e institucionales (lo que en sí es inexistente). Sin embargo, esta propuesta descarta toda pretensión totalizante del esfuerzo analítico y más bien prefiere sea leída como la proposición de “puntos nodales” (LACLAU, MOUFFE, 1985, pp. 151-155). Nuestro desarrollo, por tanto, renuncia al principio de la reproducción empírica y asume el carácter parcial de las “fijaciones” o proposiciones que se elaboran, suponiendo necesariamente que la propuesta que se plantea es insuficiente –en tanto modelo de sociedad–, respecto de la totalidad social que lo desborda y es imposible en términos de todas sus articulaciones, que tampoco son aprehensibles en una enunciación discursiva o en una analítica. Como señala Marchart desde Laclau y Mouffe:

			[…] el único fundamento sobre el cual construir nuestros intentos de fijar el campo de la diferencia para crear sentido es un abismo: construimos a partir de la abertura de lo social. Y, no obstante, sin esa abertura —que indica la imposibilidad de lo social de convertirse en la sociedad-como-totalidad— no estaríamos en posición de empezar a construir, en principio, puntos nodales de sentido (2007, p. 183).

			Como señalan Laclau y Mouffe, “si la contingencia y la articulación son posibles es porque ninguna formación discursiva es una totalidad suturada, y porque, por tanto, la fijación de los elementos en momentos no es nunca completa”; que la práctica de la articulación, como tarea de fijación y dislocación de un sistema de diferencias “tampoco puede consistir en meros fenómenos lingüísticos, sino que debe atravesar todo el espesor material de instituciones, rituales, prácticas de diverso orden, a través de las cuales una formación discursiva se estructura” (1985, pp. 144, 148). Pero, al mismo tiempo, la imposibilidad de fijación del sentido tampoco puede ser total porque siempre queda espacio para fijaciones parciales que son articulables. Como dicen estos autores, “para diferir, para subvertir el sentido, tiene que haber un sentido… lo social solo existe… como esfuerzo por producir ese objeto imposible… Los puntos discursivos privilegiados de esta fijación parcial los denominamos puntos nodales” (1985, p. 152). 

			Asimismo –siguiendo a Laclau y Mouffe– incorporamos la noción de “articulación”, entendiendo que la base de que “toda identidad es relacional, pero el sistema de relación no consigue fijarse en un conjunto estable de diferencias; en la medida que todo discurso es subvertido por un campo de discursividad que lo desborda” (1985, p. 153). La articulación se corresponde, entonces, con “un espacio relacional que no logra, sin embargo, llegar a constituirse como tal, de un campo dominado por el deseo de una estructura que está siempre finalmente ausente” (1985, p. 153). Luego, veremos cómo Lechner refiere a la articulación de un horizonte que llama “la conflictiva y nunca acabada construcción del orden deseado” (entendemos orden democrático), propuesta que orientará nuestra propia argumentación (1984).

			Entrando en las bases de nuestra investigación, los supuestos base para la  articulación de la propuesta de un horizonte intercultural (como “puntos nodales” según vimos), revisamos las diversas dimensiones que debe considerar un proceso de reconocimiento que promueve un paradigma de “igual dignidad de las culturas”, lo que, a su vez, implica admitir la posibilidad de distintas culturas dentro de una misma nación, o distintos pueblos o naciones dentro de un mismo estado (YRIGOYEN, 2004, pp. 193-194) y el carácter originario de estos pueblos o naciones, antecedentes al estado nación latinoamericano instalado en el siglo XIX (YRIGOYEN, 2011, pp. 149-150). Luego ampliamos dicha propuesta matriz y la ponemos en discusión con un conjunto de nuevos entramados institucionales y sociopolíticos, para alcanzar una conceptualización que transita desde lo jurídico institucional para adentrarse en el rol político constituyente de las fuerzas sociales. En segundo lugar, esta propuesta se construye bajo un concepto de derechos humanos que en una lectura multidimensional articula límites como condición de posibilidad para el ejercicio de la soberanía por parte del estado y para los pueblos indígenas en el ejercicio de su autodeterminación (YRIGOYEN, 2013), se enmarca en un estándar normativo de derechos que se constituye en la base jurídica del modelo, bajo una articulación intercultural de los derechos humanos30. Asimismo, el modelo también contempla, entre otros, el entramado orgánico-constitucional que permite instituir el reconocimiento en el estado mismo inclusivo del derecho a la autodeterminación de los pueblos indígenas, sus derechos e instituciones. Finalmente, esta forma de reconocimiento requiere como supuesto institucional articulador de los derechos y asegurador de su vigencia efectiva, un régimen político de orden democrático participativo o social participativo que supone instituciones políticas que permitan la inclusión y participación activa de los actores sociales en la toma de decisiones, actoría social que denominamos “poder constituyente” en el sentido definido por Negri (1994, p. 42).

			Por otra parte, este modelo tiene un alcance teleológico, dado que –como ya se ha adelantado– se ofrece como un horizonte de trasformación intercultural en el sentido que ha dicho Boaventura de Sousa Santos, en que “los horizontes son las preguntas que interpelan la posibilidad de ampliar el canon democrático. A través de esa posible ampliación, el canon hegemónico de la democracia liberal es impugnado en su pretensión de universalidad y exclusividad, abriéndose, así, espacio para dar crédito a concepciones y prácticas democráticas contrahegemónicas” (2004, pp. 64-65). En este sentido, en la idea misma de horizonte recogemos la visión de un “horizonte utópico”, de un orden deseado e inconcluso e imposible de prever que propone Lechner, para quien “no hay orden sin utopía”, porque “los seres humanos no pueden crear una sociedad que no pueden imaginar” (1984, pp. 193-194)31 y necesitan tal imaginario para poder institucionalizar la realidad social. Según explica:

			No hay práctica política sin referencia a la utopía […] Para analizar la realidad instituida hay que remontarse pues a las utopías mediante las cuales se establecen los límites del orden social [porque] los hombres requieren un imaginario para poder institucionalizar la realidad social... (1984, p. 193).

			Por último, también podemos decir que se trata de un “modelo analítico”, como instrumento que permita revisar bajo un marco estandarizado las diversas políticas institucionales que se plantean como de reconocimiento de los pueblos indígenas y sus derechos, particularmente aquellas de rótulo multicultural, de tal forma de revelar, mostrar, el alcance efectivo de aquellas propuestas culturalistas que no implican procesos efectivos de transformación de las relaciones interculturales, bajo lo que se ha denominado el “velo de la multiculturalidad”32. Esto es, dejar en evidencia aquellos discursos de apertura y reconocimiento que no aseguran, en concreto, las condiciones efectivas y necesarias para la existencia del otro bajo relaciones auténticamente interculturales, más aún en sociedades abigarradas por sus diferencias étnicas33. 

			Como ya hemos advertido preliminarmente, esta tesis revisa dos corrientes teóricas y políticas sobre el reconocimiento que operan en tensión en el contexto latinoamericano (y no solo éste), una “multicultural” y otra “intercultural”. La primera mirada, multicultural, se encuentra asociada muchas veces a propuestas de neoliberalización, considera procesos que se señalan como de reconocimiento, pero que no implican transformaciones sustantivas, institucionalización de derechos colectivos, con ausencia de lo que hemos denominado “transferencias de soberanía”34. Por tanto, en el caso multicultural, las acciones institucionales quedan por debajo del estándar propuesto desde nuestro modelo o, incluso, se reducen al ámbito folclórico. Versus, el segundo enfoque para el reconocimiento que se formula desde una perspectiva intercultural que conduce, necesariamente, una transformación sustantiva del estado, que pone en jaque su base material y los presupuestos ideológicos del estado neoliberal e incluso del liberal. Donde sí se deben generar dichas transferencias de soberanía, conforme las cuales los pueblos indígenas u otros actores sociales asumen espacios de toma de decisiones o de ejercicio de derechos que antes estaban cerrados o limitados por las potestades del estado cuyo control, además, se encontraba clausurado por las formas de democracia representativa delegada (por elites oligárquicas). 

			De esta forma, presentamos propuestas, entre respuestas posibles, para enfrentar el problema de investigación en armonía con su hipótesis que, en síntesis, supondrá que la plena vigencia de los derechos indígenas requiere de ciertas condiciones de posibilidad en las formas de reconocimiento de los pueblos indígenas que se recogen y articulan en el modelo de reconocimiento, dos de las cuales serán los ejes centrales de esta investigación. Por una parte, un concepto multidimensional e intercultural de los derechos humanos; y, por otra, un régimen político que articule las formas participativas y comunitarias, orgánicas, de democracia, sostenidas en una distribución horizontal del poder y en una coexistencia agonística de los conflictos, incluyente de los actores sociales como fuerzas constituyentes “vivas” que impulsan en forma permanente las transformaciones sociales e institucionales hacia un horizonte de deliberación democrática pluralista siempre inacabado35. 

			En síntesis, la propuesta se diseña teóricamente y luego se complementa y contrasta a partir de la revisión de múltiples fuentes que constituyen el objeto de estudio (Bolivia y Chile) a fin de comprobar los presupuestos teóricos del modelo (HEINZ, 2001, pp. 137,161). Consecuentemente, el estudio de estos contextos, sus dinámicas sociopolíticas e institucionales, en particular en Bolivia constituyente y posconstituyente (2007-2013), nos permite evidenciar la efectividad de nuestra hipótesis, tanto en un sentido positivo, al constatar la operación o existencia de las condiciones de posibilidad del reconocimiento articuladas en las instituciones o dinámicas sociopolíticas estudiadas. Pero, también, se evidencia la comprobación de nuestra hipótesis en sentido negativo. Esto es, determinados supuestos propuestos son condiciones de posibilidad del reconocimiento, precisamente, porque se encuentran ausentes, total o parcialmente, en él o los contexto/s estudiado/s y que son objeto de reclamo por vulneración de derechos. Por ejemplo, desde ya, podemos plantear que parte del reclamo de grupos indígenas, como los pueblos indígenas del TIPNIS), que reclaman por la violación de los derechos que se les han reconocido en la Constitución de Bolivia de 2009, se encuentra, precisamente, en las limitaciones que ya presentan las instituciones políticas del Estado Plurinacional. Ellas, junto a las dinámicas neohegemónicas del gobierno de Evo Morales, no han permitido una amplia participación indígena o, a lo menos, una participación institucional de estos sectores indígenas de tierras bajas y de otros grupos indígenas no andinos. En el mismo sentido, respecto del derecho a la Justicia Indígena, la implementación de un instrumento legal como la “Ley de deslinde jurisdiccional”, que restringe la jurisdicción indígena reconocida e instituida igualitariamente en la Constitución de 2009, ha limitado los mecanismos de articulación axiológica constitucional (condición de posibilidad) que constituyen un aspecto central para alcanzar una efectiva concepción intercultural de los derechos humanos.

			PRIMERA PARTE

			Un horizonte utópico para el reconocimiento de los pueblos indígenas, presupuestos y debates imprescindibles

			[…] “en la exigencia ética del reconocimiento del otro está latente una dialéctica cuyo conflicto de fondo remite a un hecho consumado por la historia de inhumanidad escrita hasta hoy, a saber, que la negación del otro ha funcionado como un “pretexto” para ocupar el mundo del otro, para invadir su espacio y su tiempo, para declarar en fin “desiertas” sus almas y sus mundos de vida y poder llenarlos así de los “productos” de la civilización dominante. Pero de aquí se desprende que en su dinámica el reconocimiento es fundamentalmente una lucha por la liberación de la diversidad ocupada, es decir, una lucha muy concreta entre sujetos (pueblos o individuos) por el derecho (y el ejercicio real del mismo) a tener mundo propio, que quiere decir derecho a ser diferentes no sólo en lo “decorativo” sino también, y sobre todo, en lo decisivo: su forma de gobernarse, de hacer economía, de educar, de comunicarse o defenderse” 

			Raúl Fornet-Betancourt (2011, p. 21 ).

			



Capítulo I

			Un concepto de reconocimiento: de la intersubjetividad en Honneth y el pluralismo democrático radical, a la interculturalidad en la facticidad indígena latinoamericana36

			En este capítulo buscamos desarrollar un concepto de reconocimiento partiendo desde la propuesta de Axel Honneth con sus dimensiones del amor, el derecho y la solidaridad, para luego abordar los problemas que arroja la interpelación por un reconocimiento de la identidad cultural como un valor en sí y proponer un concepto propio que integra esta perspectiva de Honneth, para plantear una noción del reconocimiento de cuatro dimensiones inclusiva de la diversidad cultural, en especial respecto de los pueblos indígenas.

			1. El reconocimiento en Honneth como punto de partida

			Para iniciar el análisis del modelo de reconocimiento objeto de nuestra investigación, como antecedente, nos interesa plantear una noción de reconocimiento que pueda ser operativa y sobre la cual se enlazan los debates, comparaciones y propuestas que realizamos en torno al reconocimiento de los pueblos indígenas en la construcción democrática de América Latina. 

			En esta búsqueda, Axel Honneth presenta una teoría normativa sobre la sociedad que concibe como “la lucha por el reconocimiento”37, según la cual la reproducción de la sociedad se sostiene en las relaciones intersubjetivas de reconocimiento recíproco. Como veremos, sus exhaustivas prevenciones, por una parte, nos permitirán desplegar un enfoque del reconocimiento de sentido profundo y transformador para, a su vez, constituir la base conceptual de nuestra propuesta de un horizonte democrático pluralista e intercultural para el estado que sintetizamos como intercultural, democrático y constituyente. Por otra, Honneth nos revela una dimensión psicológica, tanto autónoma, como intersubjetiva, una dimensión moral elemental de toda construcción del orden social y reconocimiento institucional que nos interpela a hacernos cargo de miedos, conflictos y prejuicios, desde el diálogo y la comprensión recíproca, como antecedente imprescindible de cualquier deliberación o construcción de acuerdos en lo público.

			Con Honneth podremos dilucidar los problemas que quedan fuera del alcance del principio de igualdad instituido como motor de democracias liberales, frente al reconocimiento intercultural, como horizonte de transformación (utópico diremos después con Lechner), que interpela las formas democráticas representativas del estado-nación latinoamericano, hacia la inclusión de los pueblos indígenas, su identidad cultural y derechos colectivos, bajo un paradigma intercultural del estado, agonístico, esencialmente descolonizador y transformador. 

			Con todo, si bien el autor alemán se resiste a extender su programa teórico a una dimensión intercultural del reconocimiento, –como enunciamos– propone una teoría normativa sobre la sociedad que concibe como “la lucha por el reconocimiento”38, según la cual la reproducción de la sociedad se sostiene en las relaciones intersubjetivas de reconocimiento del otro, como un “compañero de interacción” que es “motor de las sociedades” (BECKA, 2013)39. Dice Honneth (1997, pp. 114-115):

			[…] la reproducción de la vida social se cumple bajo el imperativo de un reconocimiento recíproco, ya que los sujetos sólo pueden acceder a una autorrelación práctica si aprenden a concebirse a partir de la perspectiva normativa de sus compañeros de interacción, en tanto que sus destinatarios sociales… ese imperativo integrado en el proceso de la vida social actúa como una coerción normativa que paulatinamente fuerza a los individuos a la delimitación del contenido de su reconocimiento recíproco, porque sólo por ello pueden conceder expresión social a las siempre crecientes pretensiones de su subjetividad.

			Esta tesis, por una parte, llevará a Honneth a sostener la existencia de un “modelo de conflicto” y de “lucha social” por el reconocimiento que, situado en la matriz hegeliana “familia, sociedad civil y estado”, aborda con la propuesta de tres dimensiones del reconocimiento: “amor, derecho, solidaridad”40. Propone formas de integración social que se establecen “por lazos emocionales, por reconocimiento de derechos o por la común orientación a valores” (1997, p. 117). Concibe el proceso de reproducción y cambio social “como un progreso diferencial y creciente de racionalidad” que adquieren las relaciones de reconocimiento (RAMAGLIA, 2008). Así los sujetos involucrados en una interacción se deben reconocer con determinadas cualidades de valor antes de entablar un proceso de entendimiento comunicativo porque las “formas de reconocimiento recíproco preceden a toda praxis de fundamentación discursiva” (SAUERWALD, 2008, p. 46). La distinción entre las respectivas formas de reconocimiento que plantea Honneth (amor, derecho y solidaridad) le permiten identificar, tanto las estructuras de reconocimiento social, como las tendencias a la autorrealización práctica, incluyendo en dicha autorrealización, las expresiones de menosprecio que le son correlativas. Así, presenta los procesos correspondientes a la formación de la identidad del individuo, conexas a las transformaciones que se generan en el orden social41. Entonces, los conflictos por el reconocimiento siguen en Honneth una lógica que deviene del desarrollo moral que interactúa y se proyecta al conflicto social. Honneth nos permitirá visualizar un concepto de reconocimiento sostenido en la identidad autónoma y moral del individuo, que “concéntricamente” se enlaza con los problemas del conflicto social. Más allá que en el plano del reconocimiento de la identidad cultural podamos disentir de las reservas que presenta respecto de un eventual cuarto principio normativo del reconocimiento identitario, nos aportará situando el reconocimiento cultural en el lugar epistemológico preciso en que la gramática que solo recurre a las relaciones intersubjetivas individuales no ofrece un marco para la comprensión de las relaciones entre culturas, autopercibidas las culturas (“en sí”) como valiosas, porque pretenden ser reconocidas “absolutamente” –dirá Honneth (2006, p. 132) –, como totalidad, lo cual constituye el nudo del conflicto cultural. 

			Nuestra diferencia con Honneth radicará en que, sin negar que la interculturalidad, como encuentro de culturas, supone necesariamente conflictos, vemos en la dinámica del reconocimiento un lugar en que puede establecerse, también, el diálogo entre culturas, entre pueblos, como una propiedad de la pluralidad democrática, que constituye un desafío mayor, por sobre cualquier semántica. 

			Como revisaremos, por sobre presupuestos comunicativos ingenuos, conflicto y diálogo se articulan en la construcción de un orden social pluralista y democrático. Desde Rancière (1996), podemos decir entonces que las luchas por el reconocimiento son formas de la política. En este sentido el diálogo intercultural es una opción, un camino posible que no necesariamente permite alcanzar soluciones generales para todos los contextos, ni menos una fórmula universal. El diálogo intercultural, como propuesta, se centrará en la búsqueda de mínimos éticos válidos para ellas, en un examen situado desde y en las diversas culturas, especialmente en los espacios fronterizos entre culturas (SANTOS, 2006). Las culturas poseen valores susceptibles de ser valiosos para las otras culturas, en una dialéctica de reconocimiento recíproco y traducción intercultural, fundada en la dignidad humana como valor irreductible, precedente a los valores sociales, pero no disociable de ellos, en el camino de la construcción de un orden social sostenido en consensos éticos mínimos (Cortina, 2010)42, precisamente, radicados en la deliberación pública43, en la interacción de lo individual y lo social, con lo que volvemos a la senda de Honneth, pero un paso más allá, abiertos al reconocimiento intercultural. Como sintetiza Sauerwald, el reconocimiento en Honneth “es un acto primario e independiente, que garantiza la autonomía de la persona humana: el reconocimiento intersubjetivo es constitutivo del ser persona. Reclamar reconocimiento luchando por ello en un acto de liberación es un derecho humano esencial, sea el sujeto persona o colectivo” (2008, p. 51).

			Para Honneth los procesos históricos de demandas y conquistas de derechos individuales (desde la libertad, a la participación política, hasta la concreción de los derechos sociales) se encuentran ligados “al presupuesto de una simultánea expansión de las relaciones de reconocimiento recíproco” (1997, p. 115), por lo que los procesos históricos de expansión de los derechos individuales no son escindibles de las luchas de los grupos colectivos por su reconocimiento (1997, p. 115). Agrega, en este preciso sentido, que esta tesis solo podrá plantearse como marco de una teoría social en la medida que es referida sistemáticamente a los procesos de “la praxis de la vida social”, porque “los cambios sociales normativamente orientados son impulsados por las luchas moralmente motivadas de los grupos sociales”, como expresión del intento colectivo de implantar “formas ampliadas de reconocimiento recíproco institucional y cultural” (1997, pp. 114-115). Más adelante, en este mismo sentido, veremos cómo Lechner nos habla de una “responsabilidad social”, de un sentido deontológico de la reciprocidad, un reconocimiento recíproco encaminado hacia un horizonte utópico de valores democráticos sostenidos en la inclusión del otro (1984, p. 198).

			Si bien Honneth, a diferencia de Taylor y Kymlicka, se sitúa en el plano del reconocimiento intersubjetivo y no de la interculturalidad (reconocimiento multicultural en Kymlicka), cuando plantea sus tres dimensiones del reconocimiento, se distancia tanto de Habermas, al fundarse en un estadio moral precomunicativo, como de las teorías redistributivas de la justicia44, abordando sí el plano colectivo de la intersubjetividad, como elemento de la “lucha por el reconocimiento”, lo que deja sentadas las bases para la construcción de un concepto de reconocimiento intercultural (una cuarta esfera) sobre el cual desarrollamos nuestra investigación.

			Para Honneth, en primer lugar, el reconocimiento intersubjetivo es un acto de expresar que el otro “tiene un valor para mí”. La otra persona es entonces fuente de valores y es fuente de derechos. Así, el reconocimiento tiene una obligación de reciprocidad. Las personas singulares están obligadas con “la del frente” para reconocerse “a sí mismos”; el reconocimiento es también entonces un “auto reconocimiento” (BECKA, 2013). Este auto reconocimiento tiene un especial significado y alcance que explora Honneth, en una perspectiva que conecta psicoanálisis, psicología social y política. En síntesis, bajo esta mirada el miedo es la condición emocional natural del sujeto que se abre al mundo. Porque puesto en la sociedad y desligado del instinto, debe controlar este miedo, “angustia”, mediante el intelecto. El miedo conducirá al sujeto por el camino del prejuicio o “al sometimiento a la masa obediente”. Pero, si el sujeto aprende tempranamente a reaccionar ante “estas energías pulsionales de apariencia peligrosa”, sin defenderse, sino con formas de reconocimiento progresivamente racionales, podrá pasar del auto conocimiento y la auto valoración individual, a generar las bases para la construcción de relaciones intersubjetivas de reconocimiento que permitan sostener la deliberación democrática pluralista, según veremos (HONNETH 2009, 166-178). Se trata de un proceso de liberación interior, en que el sujeto individual aprende a conducirse a sí mismo con tolerancia y liberalidad, como capacidad de tolerar los deseos, las necesidades y los anhelos que le resultan ajenos a sí mismo. Es un presupuesto psíquico interno de autovaloración que condiciona la conducta interpersonal que cada uno espera del otro. Tal proceso supone comunicación de los propios impulsos molestos y violentos (fundados en el miedo), entendida dicha comunicación como el diálogo con uno mismo o con otros de aquello que se oculta en sí mismo, tomando conciencia de los impulsos ocultos, negativos, hasta violentos, a través del lenguaje. Este auto conocimiento requerirá a un mismo tiempo de “comprensión” de los impulsos para disminuir las incongruencias y el carácter extraño de los deseos, poniéndolos en articulación con aquellos otros que nos son transparentes porque han ido forjando nuestra personalidad. Se trata de una forma tolerante de relación consigo mismo y necesariamente asociada con algún grado de “ironía” (ésta entendida como la aceptación también de cierta ambivalencia propia de toda persona). Entonces, en base a la tolerancia, como libertad interior, auto conocimiento y comprensión sostenida en el diálogo, el sujeto podrá auto valorarse, reconocerse y dialogar con los otros, lo que será condición de posibilidad del reconocimiento y afirmación social propia de la democracia pluralista. Por el contrario, los sujetos que no despliegan estos procesos para enfrentar el “miedo”, potenciarán la formación masiva del prejuicio, del odio y la exclusión social, incompatibles con la deliberación democrática, la formación discursiva de la voluntad, lo público o el derecho, como diremos luego (HONNETH 2009, 166-178). 

			Siguiendo por un momento a Lechner, podemos ver cómo esta visión del miedo, del miedo al otro, se teje constantemente en nuestras sociedades y nos exige reformular los códigos interpretativos para abordar una política que debe buscar tanto trayectorias en el plano general nacional, como para “los ciudadanos que buscan su lugar como partícipes del mundo común” (2002, p. 46). Expresa Lechner que las situaciones de incertidumbre, contingencia y desorientación hacen “surgir sentimientos de abandono y desamparo”; explica que es “el sentimiento de vulnerabilidad frente al otro desconocido lo que genera miedo”. Así, siguiendo los resultados del Informe de Desarrollo Humano en Chile (PNUD, 1998), hace un recorrido por la subjetividad de los miedos en la sociedad actual que llama “nuestros miedos” y describe como el miedo al “Otro”, a la “exclusión”, al “sinsentido”, “condicionan nuestras expectativas acerca de qué puede y debe producir un orden democrático”. Sentencia entonces que “nombrar los miedos es un ejercicio de democracia” (2002, p. 10). Como si remembrara nuestras referencias al miedo en Honneth, Lechnner expresa (2002, p. 46):

			[…] hay que conversar los miedos. Sacarlos de la oscuridad. Darles nombres. Solo entonces somos capaces de compartir los miedos, de acotarlos de enfrentarlos […] El miedo al nosotros es tanto más fuerte cuanto más frágil es el ‘nosotros’. La modernización… incrementa las transacciones, pero no genera necesariamente lazos sociales… Vemos día a día cómo los procesos de secularización, diferenciación, y mercantilización de la sociedad moderna, potenciados por la globalización, socaban las identidades colectivas.

			Luego, volviendo a Honneth, el verdadero reconocimiento, comprensivo de las dimensiones subjetivas descritas, tiene que llevar a la incorporación en la sociedad, al desarrollo de la sociedad, como un motor de ésta, mientras la falta de reconocimiento operará como un indicador de la descomposición social:

			[…] la calidad social de las sociedades se mide por el grado en que pueden satisfacer las expectativas legítimas de reconocimiento expresadas por sus miembros, y de que la calidad de la vida social se mide con el nivel y la inclusividad de las relaciones sociales de reconocimiento, surge como aspecto negativo a todas estas nociones la posibilidad de patologías sociales, es decir, de condiciones de vida tan lesionadas que las relaciones sociales ya no sean capaces de producir la proporción necesaria de relaciones de reconocimiento. Entonces se hablaría de patologías sociales, y también se puede hablar, por supuesto, de injusticias sociales (HONNET, 2005, p. 18).

			Bajo esta fórmula, para Honneth el reconocimiento intersubjetivo está enlazado necesariamente con el desarrollo de la sociedad. El reconocimiento es constitutivo de “progreso moral” en la sociedad, porque “una demanda que se satisface provoca un incremento en términos de la calidad de la integración social que se alcanza y también amplía los horizontes de validez para esa sociedad” (THOVE, 2008). O dicho bajo el lenguaje de una formula moral-social: a mayor desarrollo de relaciones intersubjetivas de reconocimiento, mayor desarrollo social y viceversa. Entonces, una sociedad en que predomina el reconocimiento recíproco es una sociedad que se fortalece inclusivamente, mientras aquella sociedad donde prima el menosprecio, el no reconocimiento, camina hacia su propia descomposición, el despeñadero de la intolerancia.

			Como hemos enunciado, para plantear su teoría del reconocimiento Axel Honneth (1997, p. 117) distingue tres niveles concéntricos, esferas o dimensiones del reconocimiento: 

			
					El amor, como la base de todas las relaciones intersubjetivas; 


					El derecho, que corresponde al reconocimiento como relación jurídica, y


					La solidaridad, como presupuesto de “relaciones sociales de valoración simétrica”. 


			

			El amor “representa el primer estadio de reconocimiento recíproco, ya que en su culminación los sujetos recíprocamente se confirman en su naturaleza necesitada y se reconocen como entes de necesidad; en la experiencia recíproca de atención amorosa los dos sujetos se saben unificados, porque en su necesidad son dependientes del otro ocasional… [E]l reconocimiento debe aquí tener el carácter de aquiescencia y aliento afectivo. En esa medida, esta relación de reconocimiento está ligada a la existencia corporal del otro concreto, y los sentimientos de uno al otro proporcionan una valoración específica”. Así, plantea que el amor debe comprenderse como “un ser-sí-mismo en el otro” que se sostiene en una tensión entre “la entrega simbólica y la autoafirmación individual” (1997, p. 118). En resumen, el amor será, como primera relación de interacción, la base de “un modelo específico de reconocimiento recíproco” (1997, p. 118). Entonces, a partir de estos presupuestos el amor significará la base ontológica de la “autonomía individual”, el “poder ser solo”, en tensión, con un recíproco “estar-junto-a-sí en el otro”. Esto es, la primera dimensión de reconocimiento recíproco constituye la fusión y tensión de la propia realización y la delimitación con el otro con el que se convive en la interacción (amor). Así, el reconocimiento pasa a ser un elemento constitutivo del amor, del ser persona, no como un “respeto cognitivo”, sino como uno “acompañado de dedicación, una afirmación sostenida por la autonomía”, del yo enlazado al otro (1997, p. 132).

			Sin embargo, haciendo el tránsito hacia la siguiente dimensión del reconocimiento jurídico, sostiene Honneth que estas relaciones intersubjetivas de reconocimiento situadas en el estadio del amor no pueden plantearse más allá de las “relaciones sociales primarias” (padres, hijos, amistad, relaciones íntimas), ni transferirse arbitrariamente a “un gran número de compañeros de interacción” porque estos sentimientos positivos son movimientos involuntarios. Al mismo tiempo, –concluye desde Hegel– que el amor es “el núcleo estructural de toda eticidad” porque “solo aquella conexión simbiótica que surge de la recíproca y querida delimitación crea la medida de la autoconfianza individual que es la base imprescindible para la participación autónoma en la vida pública” (1997, p. 133), con lo que introduce el nivel de las relaciones jurídicas, “el derecho” como reconocimiento recíproco expresado en la deliberación democrática.

			Para Honneth, la relación de derecho también es una relación de reconocimiento recíproco. Señala que el individuo superando su “conciencia de sí natural, se somete a una generalidad, a la voluntad en sí y para sí, a la ley, comportándose frente a los otros en una forma con validez general, los reconoce por lo que él mismo quiere valer-en tanto que libre y persona” (1997, p. 133)45. Entonces las relaciones de derecho extienden sus pretensiones a todos las personas como seres libres e iguales. A su vez, la autonomía individual del sujeto corresponde a un “específico modo de reconocimiento recíproco, encarnado en el derecho positivo” (1997, p. 133). En este sentido, la reciprocidad específica del reconocimiento jurídico, a diferencia de la reciprocidad del amor, “solo ha podido desarrollarse en un devenir histórico” en que los sujetos de la relación de reconocimiento –el “otro” y el “yo” – “se respetan recíprocamente como sujetos de derecho, porque en común conocen las reglas sociales por las que, en su ente comunitario, derechos y deberes se reparten legítimamente” (1997, p. 134). Si bien esta constatación será relevante, aún es insuficiente para Honneth para definir el contenido de la relación jurídica de reconocimiento: los derechos. Explica que esta proposición no contiene la información sobre el tipo de derechos que le corresponden al individuo, ni el fundamento de tales derechos en el núcleo de la sociedad. Solo se designa “el hecho elemental de que todo sujeto humano es tenido como portador de cualquier tipo de derechos cuando se le reconoce como miembro de una comunidad social” (1997, p. 134). Ahora bien, si los sujetos en interacción están de acuerdo con las normas, más allá de la coerción, en tanto que sujetos libres e iguales, se incorpora una forma de reconocimiento del derecho “nueva y ambiciosa” –dice Honneth – en que “los sujetos de derecho se reconocen, porque obedecen a la misma ley, recíprocamente como personas que pueden decidir racionalmente acerca de normas morales en su autonomía individual” (1997, p. 135)46. Paralelamente, como nos ha dicho que el reconocimiento en el ámbito del derecho no puede separarse de su devenir histórico, esta relación de reconocimiento jurídico se ha expandido de la libertad, a la igualdad, hasta las condiciones sociales necesarias para el despliegue de dicha libertad e igualdad que serán de responsabilidad del estado47. Según señala, “para la participación legítimamente igualitaria en un acuerdo racional futuro”, el individuo requerirá tanto de la “protección jurídica” de su libertad, como también de “la oportunidad jurídicamente asegurada de su participación en la formación pública de la voluntad” (1997, p. 144). Agregando, acto seguido, que solo puede hacer uso de dicha participación “si se le concede en cierta medida un nivel de vida” (1997, p. 144), entrando con ello a los derechos sociales como presupuesto de las relaciones jurídicas de reconocimiento. Concluye a continuación que hoy, a diferencia de la época inicial del desarrollo moderno del derecho, “reconocerse recíprocamente como personas de derecho” incluye no solo “la capacidad abstracta de poder orientarse respecto de normas morales, sino también la capacidad concreta de  merecer la medida necesaria en el nivel social de vida por la que un sujeto es entretanto reconocido cuando encuentra reconocimiento jurídico” (1997, p. 144).

			Explica Honneth  también que esta relación de reconocimiento jurídico, como “ampliación de los derechos fundamentales del individuo, dirimida socialmente”, a su vez, se abre o comprende dos caminos: por una parte, el “principio igualitario”, como ampliación paulatina de nuevas competencias en el estatus o nivel de vida material de un individuo; y, por otra, su ampliación en el aspecto social, esto es, la trasferencia “a un número creciente de miembros de la sociedad” (1997, pp. 144-145). De esta forma, en el aspecto individual, con el reconocimiento el “derecho gana en contenidos materiales por lo que, de modo creciente, las diferencias en las oportunidades individuales de realización de las libertades sociales garantizadas son objeto de consideración” (1997, p. 145). Mientras, en el caso de la trasferencia social, con el reconocimiento “la relación de derecho se universaliza de tal modo que a un círculo de grupos sociales hasta ahora excluidos o desfavorecidos se les reconocen iguales derechos que a los demás miembros de la sociedad” (1997, p. 145). Entonces la lucha por el reconocimiento como reconocimiento jurídico, como principio de igualdad, contiene estructuralmente dos posibilidades de desarrollo: los conflictos por la ampliación, tanto del contenido material, como también del alcance social del estatus de una persona de derecho (1997, p. 145). Reconocimiento de más derechos y la extensión de los derechos (los previamente existentes y los ampliados) a nuevos individuos y grupos previamente excluidos.48 

			A continuación, antes de pasar a la tercera dimensión del reconocimiento y como presupuesto de dicho análisis, Axel Honneth plantea que “los derechos pueden concebirse como signos anónimos de un respeto social” que permite que se genere en el individuo la “conciencia de poder respetarse a sí mismo, ya que merece el respeto de todos los demás” (1997, p. 145). Luego, solo a partir del desarrollo de derechos fundamentales generales, esta forma de respeto de sí puede “adoptar el carácter que se le atribuye cuando se habla de la responsabilidad moral como núcleo digno de respeto de una persona”, porque solo bajo la condición del reconocimiento de los derechos individuales a todos los hombres, en tanto “seres libres” y no por la pertenencia a ciertos grupos, jerarquías o castas, la persona puede ver en estos derechos “el punto de apoyo objetivo de que a ella se le reconoce la capacidad de formación de juicios autónomos” (1997, p. 146). De esta forma, establece la “conexión conceptual en que se encuentra el reconocimiento jurídico y la conquista del respeto de sí” (1997, p. 144), porque al utilizar la expresión “derechos” como “posesión de derechos fundamentales generales”, es posible sostener pretensiones cuyo cumplimiento se pretende legítimo. Por el contrario, “vivir sin derechos” implica para el miembro de la sociedad “no tener ninguna oportunidad para la formación de su propia autoestima” (1997, p. 147). Entonces, en el marco del reconocimiento, tener derechos “significa poder establecer pretensiones socialmente aceptadas”, lo que dota al sujeto de la posibilidad de actuar legítimamente lo que, a su vez, le permite “adquirir conciencia de que goza del respeto de los demás” (1997, p. 147). En conclusión, “un sujeto en la experiencia del reconocimiento jurídico puede pensarse como una persona que comparte con todos los miembros de la comunidad las facultades que le hacen capaz de participar en la formación discursiva de la voluntad; y la posibilidad de referirse a sí mismo positivamente en tal forma es lo que llamamos autorespeto” (1997, p. 147). Pero, el mismo autor cuestiona el alcance de su tesis señalando que la referida conclusión “sólo afirma un estado de cosas conceptual al que todavía le faltan las justificaciones empíricas” (1997, p. 147). El problema se ubicará entonces en el paso siguiente de la comprobación de la afirmación conceptual, porque las evidenciaciones empíricas del autorespeto solo pueden lograrse a partir de experiencias negativas, es decir, cuando los sujetos carecen en forma evidente de tal autorespeto. Nos dice Honneth que la afirmación evidente del autorespeto solo ocurre –y por tanto es posible obtener conclusiones empíricas–, en contextos que llama de “menosprecio” o que nosotros podemos denominar de prejuicio o discriminación, porque en estos casos se podrán establecer comparaciones empíricas con grupos de personas que sufren formas “simbólicas de la representación del menosprecio”, en que se releva el autorespeto como significante para el reconocimiento jurídico de los colectivos excluidos, los cuales solo con “la protesta activa y la resistencia” pueden liberarse del “sentimiento paralizante de vergüenza social” (1997, p. 148), volviendo el autor con ello al eje de la “lucha por el reconocimiento”.

			Por último, tras relevar el sentido de la autovaloración49, plantea Honneth  que por sobre el amor y el reconocimiento de derechos, los sujetos requieren lo que –desde Hegel– denomina “valoración social”, como concreción de la búsqueda de respeto en la interacción del individuo y su grupo, en “una relación de reconocimiento de recíproca valoración”, una eticidad, que supone “la existencia de un horizonte de valores intersubjetivamente compartido”, porque los individuos en interacción solo pueden valorarse como personas individuales bajo la condición de que “compartan la orientación a valores y objetivos que, recíprocamente, les señalen la significación o la contribución de sus cualidades personales para la vida de los otros” (HONNETH, 1997, pp. 148-149). Al respecto, adelantando una crítica, señala que bajo esta fórmula de la “valoración social” todo dependerá de cómo se determine “el horizonte general de valoración, que debe permanecer abierto a los diferentes tipos de autorrealización, pero que, por otro lado, debe poder servir como sistema englobante de valoración” (1997, p. 155). Con ello –agrega Honneth– se introduce una tensión (que nosotros identificaremos más adelante como el “conflicto intercultural” y que en el enfoque que veremos de Lechner se aborda en la forma de “disenso posible” o “consenso utópico”) por la que a la larga la “valoración social” se ve “sometida a un conflicto cultural”, más allá de la forma en que se determinen los objetivos sociales, aunque la operación sea aparentemente neutra o que se presente como un “horizonte abierto de valores plurales”. Bajo esta noción de la regla de reconocimiento, para Honneth, siempre se requerirán interpretaciones culturales secundarias, adicionales o mediaciones. Esto es, las ideas directrices convertidas en reglas abstractas no logran proporcionar “un sistema de referencia válido en general” que permita medir el valor social de cualidades y capacidades. Entonces, si bien es posible, en principio, medir el reconocimiento o valor de diversas formas de autorrealización, las mismas formas de medición están mediadas por interpretaciones históricamente predominantes y sus respectivos objetivos sociales, cuyos contenidos dependen de “qué grupos sociales consiguen exponer públicamente en tanto que valiosas sus propias operaciones y sus formas de vida”, lo que no constituye más que un “conflicto cultural duradero… una lucha permanente, en la que los diferentes grupos, con los medios simbólicos de la fuerza, intentan alzar objetivos generales de valor de las capacidades ligadas a su modo de vida” (1997, p. 156). Así, por ejemplo, cuanto más consiguen los movimientos sociales llamar la atención pública sobre su “menosprecio” –entendido como “la significación desdeñada de las cualidades y capacidades colectivamente representadas por ellos” –, tanto más tienen la posibilidad de elevar el valor social de sus objetivos o la consideración de sus miembros en la sociedad (1997, p. 156). Luego, nos dice Honneth, este modelo de valoración social “otorga el carácter de relaciones asimétricas entre los sujetos histórico-válidamente individualizados” (1997, p. 156). Así, llegando al momento de la crítica ya prevenida, propone como tercera dimensión del reconocimiento a la “solidaridad” que, por el contrario, se sostiene en relaciones simétricas de reconocimiento recíproco y no en una valoración social necesariamente compartida o impuesta50. 

			Plantea Honneth entonces que la solidaridad, en primer lugar, es “un tipo de relación de interacción en el que los sujetos recíprocamente participan en sus vidas diferenciables, porque se valoran entre sí en forma simétrica” (1997, p. 157). En las relaciones solidarias “cada cual se sabe valorado por los otros en la misma medida” (1997, p. 157). Entonces, el reconocimiento consiste en que el individuo se sabe miembro de un grupo social capaz de realizar operaciones conjuntas “cuyo valor para la sociedad es reconocido por todos los demás” porque “sólo el grupo en su conjunto puede sentirse destinatario de valoración”, lo que constituye la “identidad colectiva del propio grupo” (1997, p. 157). Por ello, esta noción de solidaridad se aplica de preferencia a relaciones de grupos que viven “la experiencia de la resistencia a la opresión política” en que el objetivo práctico del grupo se centra en la oposición al “consenso dominante”, razón de la relación asimétrica, engendrando un “horizonte de valor intersubjetivo en el que cada uno aprende a reconocer la significación de las capacidades y cualidades del otro” (1997, p. 157). Honneth nos habla en este sentido de una “moral social” que “debe describir y justificar cuáles pretensiones de reconocimiento dirigen los sujetos legítimamente a los miembros de la sociedad” (2005, p. 16). La cual, a su vez, “requiere necesariamente de la relación o las bases ético-morales dadas en una determinada época histórica” (2005, p. 16), porque el conjunto de valores sociales no puede ser adecuadamente fundamentado “sin un reaseguramiento histórico semejante en los principios centrales de las condiciones de vida existentes… no se pueden determinar adecuadamente los aspectos de lo justo sin que se reaseguren y reubiquen en las estructuras básicas normativas de una época” (, 2005, p. 17). Agrega Honneth que “la determinación de la moral se deduce o por lo menos no se independiza de una determinación de las condiciones de vida éticas de una época determinada [porque] la eticidad, entendida como sustancia de los principios racionales de una buena organización justa de la vida en un determinado tiempo, representa el marco en que se mueven nuestras vidas y nuestras nociones morales” (2005, p. 17). En síntesis, la eticidad, como moralidad histórica de una época, para Honneth “representa el punto hacia el cual determinamos las perspectivas de lo justo” (HONNETH, 2005, p. 17). Sin embargo, desde ya, advierte Honneth que no comparte una noción “comunitarista”, entendiéndola como la legitimidad, per se, del deber de vinculación al marco moral de orientación de “nuestra comunidad social”, sosteniendo la prescripción hegeliana de que solo podemos vincularnos a la moralidad existente (acotada al contexto específico, comunitario) “cuando ésta fuera razonable” (HONNETH, 2005, p. 17). De nuestra parte, esta afirmación, más adelante, la veremos expresada en la proposición de la construcción de una universalidad ética (CORTINA, 2010) fundada, precisamente en un núcleo “razonable” enraizado en la dignidad humana misma, pero que no es elaborado central o jerárquicamente, sino que se construye, aunque pueda parecer paradójico, en la interacción social con los respectivos contextos culturales (HÖFFE, 2008, p. 209) y con imposibilidad de realización absoluta (LECHNER, 1984, pp. 196-198). Al respecto, aclara Honneth (2005, p. 21):

			[…] es importante enfatizar que estamos hablando de reconocimiento solo en determinados espacios culturales, es decir, las sociedades que nosotros conocemos contienen varias formas o principios de reconocimiento social… Después, se debe dar un paso histórico que nos ilustra cuáles principios del reconocimiento social son institucionalizados y, así, justificados en una época, en un tiempo histórico determinado; pero justificados gracias a su racionalidad. Solo cuando no hay dudas sobre esto podemos preguntarnos si las expectativas de reconocimiento contribuyen en su formulación a una ampliación emancipatoria de estos principios de reconocimiento, o si presentan un modo de subestimación regresiva de los mismos. 

			Honneth, no valora la diferencia cultural en sí, sino que la somete a un examen de racionalidad, porque para él lo que motiva la lucha social es el convencimiento moral de que los principios de reconocimiento considerados legítimos y consensuados en una sociedad democrática legitiman a su vez las luchas de sujetos o grupos por las reformas necesarias para asegurar su inclusión o pertenencia (THOVE, 2008). Se trata entonces del reconocimiento en tanto expresión del principio de igualdad o de la lucha por el restablecimiento de tal igualdad. Por ello, en la medida que sujetos iguales incorporan la cultura a la relación de reconocimiento, para el autor habría un “reconocimiento anómalo” (BECKA, 2013). No obstante, el mismo admite la existencia concreta de pretensiones de reconocimiento identitario, a partir de lo cual acepta que es un desafío importante evaluar la procedencia de un cuarto y nuevo principio de reconocimiento dentro de la infraestructura normativa de las sociedades democráticas, esto es, determinar si las diferenciaciones culturales logran ser significativas desde un punto de vista deontológico (2006, pp. 127-128).

			Nosotros, según desarrollaremos más adelante, consideramos que existe la necesidad de proponer un cuarto principio que, asumiendo las luchas materiales de los pueblos indígenas por su reconocimiento, integre a la interacción del reconocimiento la dimensión de la identidad cultural, más allá de las posibilidades que ofrece el principio de igualdad y, con tal finalidad, seguimos las categorizaciones que sucesivamente plantea Honneth en su evaluación, porque nos ofrecerá bases para nuestra propia apreciación del alcance de este cuarto principio de reconocimiento de la identidad cultural, aunque sostendremos proposiciones finales diversas a las del filósofo de Frankfort que serán la base para nuestra propuesta de reconocimiento intercultural.

			Como referimos inicialmente, Honneth, aunque diciente normativamente de ellas, tiene presente las demandas de reconocimiento identitario al punto que, debatiendo con Fraser, acepta que si las demandas de reconocimiento público de las identidades colectivas alcanzan lo que denomina la “culturalización de los conflictos sociales” (en tanto que los titulares de la demanda por reconocimiento lo hacen fundados en “la pertenecía a una determinada cultura ‘minoritaria’” para “movilizar moralmente la resistencia política”). Entonces, siendo ese el supuesto para la construcción de su teoría normativa del reconocimiento, Honneth admite “la posibilidad de considerar un cuarto y nuevo principio de reconocimiento dentro de la infraestructura normativa de las sociedades capitalistas” (2006, p. 127). Plantea que si existe una autocomprensión colectiva de las minorías étnicas con lengua común, origen común y una cultura cotidiana común, entre las que ubica las de los pueblos indígenas –con necesarias distinciones respecto de otras “políticas de identidad” –, sí es posible plantear hipotéticamente como principio de reconocimiento aquel sustentado en “la propia cultura”, aunque concluye que la aceptación de esta cuarta esfera normativa pasa por demostrar si esas diferenciaciones culturales “son aún ahora significativas desde un punto de vista normativo” (2006, p. 128). Si bien su respuesta final es negativa, nos ofrecerá bases para nuestra propia construcción y definición del alcance específico –que califica de “radical” – de este cuarto principio de reconocimiento de la “identidad cultural” (2006, p. 128). Para determinar los alcances posibles del cuarto principio de “identidad cultural”, recogemos algunos aspectos de la respuesta de Axel Honneth (2006) a Nancy Fraser en torno, precisamente, a la demanda por reconocimiento “cultural”51. 

			Explica Honneth que las demandas de reconocimiento de la identidad cultural son impulsadas por colectividades que “luchan por el reconocimiento de su independencia culturalmente definida”, fundadas en la protección y mejora de las condiciones de vida del grupo social (2006, pp. 128-129). En consecuencia, descarta las demandas que aparecen como colectivas, pero que corresponden a demandas individuales presentadas en conjunto por un grupo social. Aclara que estas demandas se comprenden como parte de las luchas por el reconocimiento jurídico, como principio de igualdad y que son diversas de otras demandas por reconocimiento en que se reclama el reconocimiento cultural como valor absoluto ante la sociedad. Describe entonces, a lo menos, tres tipos de demandas por reconocimiento cuyas pretensiones de reconocimiento podrían considerarse culturales (2006, pp. 128-132). Primero, la demanda por reconocimiento que busca la “protección contra abusos externos que pueden influir negativamente en la reproducción cultural del grupo” (2006, p. 129). El segundo grupo apela al reconocimiento de su identidad cultural mediante medidas especiales de protección y promoción de la cohesión de la comunidad. En estos casos –señala– “toca al Estado la eliminación de los obstáculos que perjudican o han perjudicado injustificadamente a un grupo social a la hora de desarrollar su vida cultural en relación con la cultura mayoritaria” (2006, p. 129). Agrega, por cierto, que esta forma de reconocimiento se limita a la satisfacción de demanda o la eliminación del perjuicio. Para el autor, estos dos tipos de lucha por el reconocimiento se ubican en el marco normativo previsto por el principio de igualdad de las democracias constitucionales, ya que se reclama “para una minoría la misma protección jurídica que tiene garantizada la mayoría” (2006, p. 129). 

			Finalmente, Honneth llega a un tercer grupo que identifica bajo la demanda de reconocimiento de la “identidad cultural”, el cual persigue la aceptación de la otra cultura por el grupo mayoritario, incluso la estima de sus orientaciones de valor en cuanto tales. Para él, los objetivos de este tipo de demandas exceden efectivamente el principio de igualdad jurídica, porque promueven la estima de sus objetivos y valores “en sí mismos” y, por tanto, ante ellos se necesita considerar la posibilidad de un cuarto principio de reconocimiento cultural que deja de adoptar el carácter negativo de protección frente a una discriminación dirigida contra un grupo, sino que supone la valoración de la identidad cultural propiamente tal (2006, pp. 130-131)52.  Luego, para la revisión de este último grupo, a su vez, distingue tres objetivos específicos de las demandas de reconocimiento cultural, que nosotros sintetizamos en dos:

			
					Primero, el reconocimiento de la identidad cultural como valor para la sociedad, en que la pretensión de reconocimiento de la identidad cultural se supone como “una contribución esencial a la reproducción de la sociedad” porque la cultura reconocida ofrecería un éxito social “indispensable”. Pero tal fundamento implica la dificultad –agrega– de determinar bajo el reconocimiento de qué principios se podría justificar tal contribución, porque considera que no existe posibilidad de exigir normativamente a otros grupos la evaluación positiva de formas culturales de vida (2006, p. 132). No es posible establecer en qué ni cómo, determinada cultura favorece, es buena o mala, en la articulación de determinado orden social. 


					Segundo, la reivindicación de la cultura como valor absoluto (en sí), esto es, “con independencia de todas las referencias institucionalizadas de valor y, en ese sentido, absolutamente” (2006, pp. 132). Como grafica Honneth (2006, pp. 132):[…] ya no se trata de asegurar, con la mayor neutralidad axiológica posible, la igualdad de oportunidades de todos los sujetos para realizar sus objetivos vitales, ni de estimar, del modo más justo posible… Se trata, más bien, del objetivo, mucho más radical de respetar las prácticas culturales de la minoría como algo socialmente valioso en sí mismo .



			

			Honneth enfatiza que el principal problema de esta pretensión es el carácter deontológico de la misma, esto es, la aceptación de la diferencia cultural como un derecho, como un valor en sí que resulte legítimo en el marco social general. Honneth no acepta esta eventual esfera de reconocimiento porque conlleva asumir la normativización del conflicto cultural. Señala que la posibilidad de que esta “estima cultural” esté efectivamente vinculada a un cuarto principio de reconocimiento es muy difícil, porque si llegase a existir dicha conexión, los conflictos culturales que actualmente presentan las sociedades occidentales podrían generar un efecto inverso, negativo en materia de tolerancia, ya que ese cuarto principio de reconocimiento cultural significaría asumir el conflicto que emerge cuando todos pretenden reconocimiento como miembros de comunidades culturales diversas cuyas formas de vida exigen la misma medida de atención53. 

			Además, ante la eventual consideración de la demanda identitaria, insiste Honneth en el carácter excepcional de esta cuarta esfera de reconocimiento, porque considera que en la gran mayoría de los casos, aunque los grupos puedan poseer una autocomprensión mucho más radical de sus propios objetivos identitarios, ellos no trascenderían el horizonte normativo del reconocimiento como “una aplicación innovadora del principio de igualdad” jurídica en que se envuelve la gramática de los conflictos y las políticas identitarias de las democracias liberales modernas (2006, p. 133)54. A ello, agrega que en este tipo de demanda por reconocimiento de la identidad cultural subsiste el problema de qué medidas políticas y acciones institucionales acompañarían a este tipo de reconocimiento en la práctica (2006, pp. 131). Para nosotros, si bien la demanda por reconocimiento supone problemas conceptuales e institucionales de los que habrá que hacerse cargo necesariamente y, sin perjuicio de que la expresión identitaria radical pueda relativizarse en muchos casos, la misma respuesta no puede eludir la existencia material de diversos procesos de luchas por el reconocimiento de base cultural, los cuales exigen un horizonte de respuestas, contextualizadas en el campo de conflicto de las sociedades latinoamericanas (ZEGADA, et al, 2011, p. 16), tanto cultural, como político, una cuarta esfera del reconocimiento o un nuevo principio que desde el exterior de la igualdad radicalice aún más la democracia. 

			En este sentido, a lo menos en el contexto de estas sociedades, la realidad histórica de exclusión y dominación por parte de elites culturales, políticas y económicas indica que la democracia representativa sostenida en el principio de igualdad formal ha excluido o frenado las luchas democráticas “desde abajo” presentes en Latinoamérica55 (así como en otras periferias postcoloniales, como las africanas y sudasiáticas56). De hecho, Kymlicka, quien, si bien pone en duda la posibilidad de éxito de la demanda de reconocimiento identitario en general, constata la particular progresión y perspectivas de profundización de las demandas de reconocimiento y autodeterminación de los pueblos indígenas en Latinoamérica (KYMLICKA, 2009, pp. 165-169).

			En consecuencia, entendemos las advertencias de Honneth como su negativa normativa a admitir el principio del reconocimiento de la identidad cultural frente a la posibilidad, al riesgo, de una exacerbación identitaria que impida la comunicación y el reconocimiento recíproco, potenciando los conflictos culturales ya existentes o generando nuevos conflictos. Sin embargo, la cuestión radica en que está posición no pondera suficientemente los procesos de dominación política, económica y cultural, históricamente sufridos en (por) las sociedades latinoamericanas en que se enmarcan las demandas por reconocimiento de los pueblos indígenas, por sobre la progresiva democratización, más o menos formal, de estos países. Así, la demanda identitaria cultural que puede aparecer como excepcional en el concierto europeo e incluso el global, es una realidad ampliamente presente en América Latina, aunque muchas veces resulta invisibilizada por las estructuras hegemónicas del modelo dominante de un estado-nación monocultural, normalizado como visión única del estado y del derecho que ha anulado la posibilidad del reconocimiento del otro y su cultura, bajo la reproducción de relaciones de dominación económica, política, cultural y epistemológica (ESCOBAR, 2003).

			En este contexto, no se dan las condiciones de posibilidad que sustenten la igualdad de oportunidades como exclusiva base planteada por Honneth para el reconocimiento en el plano del principio jurídico de igualdad (2006, p. 16)57. Tampoco podrá haber solidaridad ante la asimetría estructural generada por estos procesos de dominación política, económica y cultural. Por tanto, limitado para alcanzar una cuarta esfera identitaria, el reconocimiento no podrá constituirse en motor de la reproducción de la vida social como propone el mismo Honneth. 

			En una conclusión preliminar, destacamos la tesis de Honneth sobre el reconocimiento por dos razones centrales. En primer lugar, porque deja en evidencia que muchos de los posibles conflictos culturales son aparentes y pueden ser abordados en el marco del principio de igualdad como virtud de las democracias liberales; y, en segundo, porque, pese a que el autor manifiesta reparos normativos a una cuarta esfera del reconocimiento intercultural, nos ofrece elementos para la propuesta de un modelo de reconocimiento intercultural, ya que identifica con claridad los problemas del reconocimiento de la identidad cultural, relevando –quizás sin proponérselo– la necesidad de hacernos cargo de tal conflicto, consustancial a esta esfera del reconocimiento comprensiva de valores y sentidos de descolonización cultural y política, que se ha planteado con mucha fuerza en el contexto latinoamericano58. 

			Compartimos con Honneth el que muchas de las demandas empíricas por reconocimiento de la identidad cultural se enmarcan en la profundización del principio de igualdad democrático constitucional, sin implicar una reestructuración extraordinaria y paradigmática de la visión del estado y del derecho liberal imperante, aunque requiera diversos y complejos ajustes institucionales. No obstante y aunque para efectos de análisis se acoja el sentido excepcional que tendría la demanda identitaria en sí, no es menos cierto que la dimensión de la lucha por el reconocimiento de la identidad cultural interpela necesariamente los procesos de colonización-dominación, económica, cultural, política, institucional y epistemológica, que han reproducido los estados latinoamericanos y hace imprescindible un rediseño social, epistemológico, político e institucional de carácter intercultural (SANTOS, 2006). Asimismo, aceptando provisoriamente la excepcionalidad planteada de la demanda identitaria “en sí”, porque las luchas por el reconocimiento suelen ser nuevas y más complejas expresiones del principio de igualdad, también tenemos que asentar que el nudo del conflicto cultural o el problema del reconocimiento se ubica, precisamente, en la pretensión de reconocimiento de totalidad. En ella radica la diferencia central, filosófica, existente entre unas y otras formas de entender el reconocimiento de la identidad cultural o, dicho de otra forma, la línea que separa las semánticas grises entre multiculturalismo (liberal) e interculturalidad, llevadas a su episteme más absoluta. Sheyla Benhabib, estableciendo sus propios límites conceptuales para admitir las “luchas del reconocimiento” desde la perspectiva de la democracia liberal, grafica este quiebre señalando que no concibe la posibilidad de identificar a las culturas como “totalidades significativas diferenciadas” (2006, p. 10), permitiéndonos delinear dos de las que son para nosotros condiciones del reconocimiento intercultural: conflicto y diálogo (en los acápites siguientes procuraremos dilucidar en mayor profundidad el razonamiento de esta dualidad paradójica). Esto es, en primer lugar, ella misma agrega que las culturas contienen en su interior “relatos de conflicto” y, al mismo tiempo, ubica las culturas en “diálogos complejos con otras culturas” (2006, p. 10). Con esta segunda prevención, pese a la declaración precedente, puede agregar que “el diálogo con el (los) otros(s) es intrínseco antes que extrínseco a la cultura en sí” (2006, p. 10). Así, finalmente concluye que “si aceptamos la complejidad interna y el carácter controvertido inherente a toda cultura, entonces las luchas por el reconocimiento que buscan ampliar el diálogo democrático denunciando la exclusividad y la jerarquía de los arreglos culturales existentes merecen nuestro apoyo” (2006, p. 10). En síntesis, no acepta las pretensiones absolutas de las culturas, pero ve en ellas el diálogo cultural como un elemento intrínseco. Como veremos, esta diferenciación será clave en nuestro modelo de reconocimiento, solo que frente al conflicto que emerge con las pretensiones de totalidad cultural, tanto de la cultura dominante, como de las culturas que reivindican su reconocimiento, el diálogo “(inter)cultural” será la clave y el espacio para las construcciones epistemológicas y políticas situadas y las consecuentes edificaciones institucionales fundadas en dinámicas de reconocimiento intercultural. En definitiva, multiculturalismo (liberal) e interculturalidad, nos ubican en un mismo punto de inflexión epistemológica, para propuestas diversas frente a las luchas por el reconocimiento. Aquí deberemos buscar respuestas o caminos posibles frente a la concepción de los derechos humanos, los conflictos frente al universalismo y la opción por su construcción situada, el sentido intercultural, la definición de límites desde los derechos humanos y la titularidad de quién define tales límites; o, dicho de otra forma, cuáles son los límites, cómo pueden establecerse y quiénes son los titulares para definir tales marcos59, en clave de diálogo intercultural, en lo que llamamos en su conjunto una definición “compleja, multidimensional e intercultural de los derechos humanos” que buscará enfrentar el desafío que con claridad plantea Benhabib (2006, p. 11):

			La justicia multicultural surge en los intersticios de dichos conflictos y paradojas; no existen maneras fáciles de reconciliar, ya sea en la teoría o en la práctica, los derechos de la libertad individual con los derechos de la autoexpresión colectiva. 

			Ubicando algunos presupuestos conceptuales para el reconocimiento, señala Benhabib que importa mucho aclarar “si defendemos las exigencias culturalistas porque queremos preservar las culturas minoritarias dentro del Estado democrático liberal, o porque deseamos ampliar el círculo de la inclusión democrática” (2006, p. 10). Si bien, la propia autora advierte de inmediato que la igualdad democrática y las prácticas deliberativas son en general compatibles con los diseños del pluralismo cultural, porque –sostiene– la inclusión democrática, la continuidad y la conservación de las culturas “no tienen por qué ser mutuamente excluyentes”, sigue suponiendo una eventual o a lo menos relativa oposición entre la valoración de la identidad cultural y la inclusión democrática, optando ella por esta última (2006, p. 11). 

			Pues bien, nuestro concepto de reconocimiento, que recoge otras lecturas en relación con el conflicto, el poder y la democracia60, ubica conflicto y democracia en una relación consustancial, en que se entiende que la democracia es sinónima –o, a lo menos, conceptualmente comprensiva– de la lucha de los sujetos, individuales y colectivos, por su inclusión social. En este aspecto, usamos una concepción de la democracia  o, más bien, del que podemos llamar horizonte democrático, en el sentido señalado por Rancière para la “política”, como la lucha de “la parte que no es parte” que irrumpe (en) el orden social (este último que llama “policía”) –aquel que ha sido definido por las partes que se suponen el todo–, en la búsqueda de un “horizonte utópico” –agregamos desde Lechner– de una comunidad en la que todos son parte. Así democracia y “litigio”, son de esencia recíproca y, como dualidad, no pueden ser proscritos de la discusión filosófica (de la “filosofía política” dice Rancière), porque –para nosotros– la lucha social del reconocimiento constituye en sí el “litigio de la democracia61. En este sentido, podemos plantear que la existencia de una cuarta forma de lucha por el reconocimiento, que Honneth llama de “la identidad cultural”, es un elemento distorsionador de la democracia sustentada en el principio de la igualdad, porque en la democracia liberal se ha instituido el principio de igualdad como la base de su propia constitución. Pero esta “igualdad natural” surge de un supuesto falso: la propia igualdad. Por ello, Rancière la describe como “esa imposible igualdad de lo múltiple y el todo que produce la apropiación de la libertad como propia del pueblo. Esta imposible igualdad arruina en cadena toda la deducción de las partes y los títulos que constituyen la ciudad” (1996, p. 17). El problema se trata, entonces, de “una cuenta errónea fundamental, una cuenta errónea que podría ser el blaberon, la distorsión constitutiva de la política misma”. Al efecto expresa que “la política no es asunto de vínculos entre los individuos y de relaciones entre éstos y la comunidad; compete a una cuenta de las partes de la comunidad, la cual es siempre una falsa cuenta, una doble cuenta o una cuenta errónea” (RANCIÈRE, 1996, p. 17).

			La igualdad opera entonces como principio normativo que tendría la virtud de corregir la facticidad de la desigualdad. Pero que en el fondo no corrige nada, sino que instituye, el orden (la “policía”) de los que no son todo, como si lo fueran. Al mismo tiempo, este pretendido orden en que impera la “igualdad”, queda, a su vez, al asecho de la “política”, del “litigio” de los que no han sido parte de un supuesto acuerdo de repartir las partes, porque son parte sin parte. Explica Rancière que, para Platón y Aristóteles, quien asume el orden natural de los iguales y sus ventajas del igual reparto entre las partes de la comunidad, requiere de la “eliminación previa de cierta distorsión”. Esa distorsión es la propia desigualdad que, corregida, tornará en exclusión. 

			Con todo, para Rancière el momento del desacuerdo en referencia tendría un carácter excepcional en la interacción social. Señala que el desacuerdo presenta “momentos de excepción” en el curso de la historia y al mismo tiempo él excluye de la política el conjunto de las relaciones corrientes entre los agentes que pertenecerían al orden de la policía. Como dice Rancière: “…no siempre hay política. Incluso la hay pocas y raras veces” (1996, p. 31). No se trata de incorporar nuevos interlocutores a una conversación interrumpida en un escenario previamente delimitado, sino de la irrupción de nuevos sujetos con un nuevo lenguaje en un escenario inédito, ya que el sujeto, el lenguaje y el escenario se instauran al mismo tiempo y por el mismo acto (1996, pp. 41-42). Luego, podemos leer los momentos de despliegue de la política –según Rancière– como los momentos constituyentes en el entendimiento que hace Negri (1994) del poder constituyente, como aquel poder que irrumpe, distorsiona el orden (y logra soñar la verdad imposible de “la igualdad de cualquiera con cualquiera”), lo subvierte en miras a un horizonte inaprensible: “la eficacia paradójica de la pura contingencia de todo orden” (RANCIÈRE, 1996, p. 32).

			Para nosotros, por un lado, aunque sea planteado como cuestión excepcional (RANCIÈRE, 2006, p. 69), desde una perspectiva analítica, la noción del “desacuerdo” nos permitirá una mejor comprensión del conflicto cultural y su relación con las luchas democráticas por el reconocimiento, en particular las de los pueblos indígenas en América Latina. Así, la lucha por el reconocimiento implica la disputa por una cuenta de la que no se es parte, como la posibilidad de desacuerdo en el objeto mismo de la disputa del reconocimiento (entre el reconocimiento que otorga el ocupante que dicta el orden admitiendo al otro a ser parte de dicho orden, versus el reconocimiento como el espacio conquistado en el momento y lugar de la constitución del nuevo orden); el desacuerdo, también, como el lugar de oposición de culturas que no logran establecer mínimos para la articulación de un diálogo entre ellas. 

			Por otro, la noción del desacuerdo de Rancière nos permite una entrada adecuada para la comprensión del “agonismo pluralista”, al conflicto consustancial a la diversidad y la distribución del poder en la construcción democrática participativa. En un primer acercamiento, el programa de Rancière presenta el desacuerdo como premisa radical, en tanto la racionalidad del desacuerdo se opondría a la posibilidad comunicativa, porque no puede haber diálogo con “la parte de los sin parte” (lo que constituye el “litigio” consustancial a la “política” y ésta, a su vez y en consecuencia, se opone a la policía, a la posibilidad de construcción de un orden). Sin embargo, como advertimos, el mismo autor, por una parte, plantea la excepcionalidad de la irrupción de la política y, por otra, en una razón concatenada, agregará el momento de lo político, como el espacio de articulación con la policía62. En este sentido acogemos la distinción incorporada por Rancière entre la política, que se da en momentos excepcionales de conflictividad y lo político, que es el momento de encuentro entre la política y la policía. No es el momento ingenuo del acuerdo o del consenso (en el sentido comunicativo liberal), pero sí de la articulación política, de la construcción (siempre parcial) del orden, en que confluyen en la esfera pública aquellos que estaban fuera del escenario, aquellos que eran solo particularidad, que no tenían parte, para disputar y definir en sus respectivas partes, el orden social. En este sentido, por ejemplo, como veremos, en Bolivia la Guerra del Agua o la del Gas, son los momentos de la política, pero el “Pacto de Unidad”, de la Asamblea Constituyente, son momentos de lo político. En lo político hay correlación de fuerzas, antagonismo y agonismo, pero en torno a un nodo común dado por la disputa de lo público que de una u otra forma conduce al orden (la policía). En el caso de Bolivia, al Estado Plurinacional, que seguirá siendo un campo en disputa, pero ya enlazando orden y política, institucionalidad y movimientos, policía y rupturas, que pueden devenir en una mayor consolidación del orden, en la medida de la articulación hegemónica de las diversas fuerzas sociales y, siempre, con la posibilidad de una nueva emergencia de un momento de la política. 

			Asumiendo el problema evidenciado por Rancière e incorporando la noción de “lo político” como el momento articulador, aceptaremos también la posibilidad dialógica, como virtud paradójica de las relaciones sociales, en tanto comunicación posible entre sujetos y grupos (diversos y complejos, incluso indefinibles absolutamente), pero con imposibilidad de alcanzar el consenso (absoluto). Comunicación imprescindible para tener la opción del reconocimiento, de la existencia de comunidad de todas las partes –podemos decir como el mínimo que hace posible “lo político” –, un horizonte de consensos deseado, siempre inacabado (por acción de “la política”, las luchas por el reconocimiento –para nosotros–). En este horizonte (que llamaremos intercultural) siempre hay algo que decir, que disputar y deconstruir, en la edificación colectiva y política del orden social democrático, basados en la premisa fundamental de que no puede haber otro sin parte, en la existencia desigual (diversa) de las partes, salvo en tanto parte igual de dicho horizonte.

			En otra lectura, que nos permite articular nuestra propuesta, en su dimensión referente al diálogo intercultural, nos dice Lechner que el horizonte democrático está dado por la paradoja de que solo será alcanzable el acuerdo en torno a los disensos, y éste bajo el supuesto mínimo de la imposibilidad de que tal acuerdo se base en la exclusión del otro. Así, el diálogo intercultural, en ningún caso será realizable absolutamente, porque conllevaría mutar política en policía (RANCIÈRE, 1996). O, visto desde la perspectiva de Negri, como la paradoja que surge con la institucionalización del poder constituyente (1994, pp. 21-28), cuando éste se convierte en orden y pierde su fuerza “viva” desordenadora, irruptora.

			Así, diremos desde Fornet-Betancourt (2011) que el conflicto es consustancial al reconocimiento y, en consecuencia, nuestro modelo u horizonte de reconocimiento de los pueblos indígenas en América Latina debe considerar los mecanismos de abordaje de tal conflicto. De ahí que esta propuesta supone el “pluralismo agonístico” como premisa articuladora de la inclusión, como enfoque de la democrática (MOUFFE, 1999, p. 22) que implica una amplia inclusión de los actores sociales, por cierto entre ellos los colectivos que defienden la preservación de sus culturas, como los pueblos indígenas, aunque ello sea objeto de nuevos conflictos, en una ecuación social de ampliación democrática y “horizontalización—distribución” del poder como lo proponen Laclau y Mouffe (2004)63, inclusiva y no negando las luchas por el reconocimiento de la identidad cultural (aparatándonos de ellos en esta última cuestión de las identidades culturales).

			Entonces, como veníamos desarrollando en nuestro planteamiento, las luchas por el reconocimiento, en la mirada de Rancière de lo político, llegado el momento de la necesaria articulación de las diversas fuerzas e identidades colectivas, se instalan en el espacio público, en el ámbito institucional. En este espacio público e institucional será central la inclusión y el alcance o la extensión de la participación social, en particular, en esta proposición, el cómo se concatenan con sus demandas quienes reclaman el reconocimiento de la identidad cultural como elemento y actores constitutivos, originarios, del estado y la democracia, cuán amplia y significativamente logran participar, disputar, la construcción y deconstrucción institucional del orden social (volveremos a continuación desde Lechner). Este fenómeno lo explica Thove comentando el debate Fraser-Honneth:

			Las luchas por el reconocimiento en el terreno político siempre van a desembocar en lo legal, en una intervención decidida de los poderes públicos para dar respuestas a esas demandas. Ninguna reivindicación llega a un parlamento y se procesa en él, hasta desembocar en nuevas leyes o modificaciones de las actuales, si no hay una sociedad civil comprometida en ese proceso y en esto Fraser no se equivoca (THOVE, 2008).

			Planteada la disputa de la esfera pública, al mismo tiempo, es importante también relevar que las transformaciones institucionales devienen de un sentido del reconocimiento bien explicado por Honneth que es prejurídico y prepolítico (miedo, sumisión, prejuicio, menosprecio; versus tolerancia como auto conocimiento, diálogo y comprensión, auto valoración y valoración recíproca: amor), por tanto, que no se explica ni puede abordarse solo desde la idea de un conflicto social. 

			Por su parte, el momento de lo político en las luchas por el reconocimiento nos conduce a la disputa por los entramados de la institucionalidad misma, aunque no se opone a la existencia de ésta, y, al mismo tiempo, esta confrontación y articulación no es escindible de la dimensión prepolítica, de la subjetividad individual-colectiva, con lo que nos ubicaremos –y que podemos llamar un eje central de la dinámica del reconocimiento– en la construcción de ciudadanías situadas en “lo público”, en la deliberación democrática, pero que emergen desde las respectivas identidades –conscientes de su auto valoración y la valoración intersubjetiva como presupuesto de la formación discursiva de la voluntad democrática (Honneth 2009, 178) –, en cuyo contexto el problema de la identidad como “lucha por el reconocimiento”, necesita de un trasfondo ético-político del reconocimiento, que nos ofrece Honneth con su propuesta de “reconocimiento intersubjetivo” y que veremos reafirmada por Lechner con su “utopía del consenso” o de los “disensos posibles” (1984, pp. 196-198), que, desde ya, –nosotros– podemos llamar una “ética de la inclusión”64. Asimismo, como venimos sosteniendo con alguna distancia de Honneth y la tradición liberal (Kymlicka, Benhabib, Cortina, entre otros), los dilemas entre la identidad y la valoración social (la solidaridad en Honneth) no pueden agotarse en ella y deben enfrentar los conflictos asociados al reconocimiento en el plano cultural, como condición de ser del reconocimiento y de la democracia misma, como “responsabilidad social” por el pluralismo democrático, en las lúcidas palabras de Lechner (1984, p. 198). Es decir, como consecuencia conexa y necesaria al reconocimiento intersubjetivo, emerge el reconocimiento intercultural, aunque siempre en tensión y conflicto, que traspasa el plano político e institucional.
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